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Honorable Cámaiia.

La Comisión elejida, coufcrtro a lo dispues
to en la última parte del art. 38 de la Cons

titución, para informar sobre la proposición de

acufacíon entra la Corte Suprema de justicia,
a la cutí dio lugar el acuerdo de la Honortble

Cámara, ae ha impuesto detenidamente de

todos loa antecedentes que son reís tives a los

diversos capitules de acusación formulados

por el honorable diputado por la Union.

PROPOSICIONES ACOIIOAS COMO BASE DE DISCUSIÓN.

La comisión para entrar a discutir i apre

ciar los acto.-; .leí Excelentísimo Tribunal, pues

tea en te'a de juicio, por la proposición de

acusación aceptada por la Cámara, ha ne

cesitado discutir i fijar ciertas doctrinas jurí
dicas que deberiso servirle de punto de parti
da. Asi, la primera proposición quo si le

itrecia, i sobre la cual debia establecer una

regla, fué la siguiente:

¿Afecta responsabilidad a los majístrados de

los tribunales superiores por la interpret-icion

privada que den a las leyes, aplicándolas en

juzgaraier.Vs particulares con arreg'o a dicha

interpreíacioL?
Este pauto ha sido ya materia da largos

dtbjtes en el seno de la Cámara, debites en

que ha imperado-, a juicio de !a Ccmisiru, mas

la ixsjeracíon que el homenaje debido ala

doctrina constitucional. Eo tesis j°nera', la

in le rp relación privada de la leí i su aplicación

hedía por el majístrado, srgín su c:encia i

leaíud, no induce responsabilidad. Mucha?

aon las leyes, i a nuestro juicio en consonancia

con los preceptos de la Constitución, que se

Colocan en t\ caso de juzgamientos por error,

por ignorsñcia i hasta por necedad, que res

petan la ejecutoriedad del juzgamiento s'n

acordar acción alguna contra el majistredo o

tnajistrades qne los diclan. El deber ■! ; éstos

es aplicar la leí como la entiendac; i no faltan

a sus deberes emendándola de una manera

Contraria a opiniones ajenas.
Pero, de esta interpretación concieozuda

a aquélla en que se pueda traducir en tíñ

enos, la malicia, la parcialidad o el propósito
lo hacerla servir a miras contrarias a las de la

íeiraterpretada, hii un tscacioen quo cabo I

\

la verdadera i lf jliiin teoría que debo gober-
na: a toda sociedad bien organizad». D¿ otro

modo, admitiendo en lo absoluto la doctrina

do la impecabilidad 1 n la interpretación judí
ela', habría que admilir, ron todái sus conse

cuencias, el estrena insoslenib'o do la mas

completa e iiimitadi irresponsabilidad; i no

es posible sostener quo rn nuestro sistema

político, eco nuestra, leí fundamenta! escrita,

pudiera existir un poder p úblico infalible o

irresponsable. Dejaran de tener vida jurídica
los crímenes de dem gsclon ¡ torcida adminis

tración da justicia, r-nea que todos eses actos,

reconocidos como pv oíbles en nneslraorgini-
zacien ¡ndicUl, podrí* n justificarse con la escu

sa de una interpretación legal.
Si por un iribiiDál le término re aplicase al

adulterio o al hemíedio pena arbitraria, lál

fallo no seria ¡nocen f¡ para la majistratura quo
al dictara. I sinemb;rgO, árabes delitos po
drían raer bajo dicha pera por ioterpretacioh
de la lei que castiga las injurias, y 1 quo en

ambos existe tambi. n una injuria de hecho.

En causas civiles podría suceder otro tanto; i

si es cierto que la U i respeta [ales fallos, en

cuanto reconocen derechos e impanen el cum

plimiento de obligaciones, no lo es menos, a

juicio de la Ccmisicn, qoc ellos dejan en pié
üea responsabilidad judicial pesquisable por
las rutoridades llamadas a hacerla efectiva.

Nasa oculta a losicfarmanu-s la diíkultad

de establecer una línsa di d. marcación clara

i perceptible entre la interpretación inocente i

la responsable; pero esta dificu'tad. hija do la

naturaleza de laa cosas, no podría tener la

virtud do destruir la doctrina. En vi:la dn

e¡o, la Constitución ha Ihmido a ejercer ol

pape] de acusador a una alta majistratura, hi
rodeído la acusacicn de machas girantfas.
ha adoptado una causal comprensiva de todo

i ha concedido ai Senado una ficullad discre

cional. En «3I abandono notable da les di-ba-

res» entra todo aquello que en la conducta de

los majístrados de los altos tribunales pudiera
fntrañar una falta jiist:ciable. Ei el carict' r i

condiciones del üaico acusiilor que ha creado

conEulta no eoIo el prestijio do la majistralura
sino lamb'en la circunspección i el acierto para

ircceder, dada ia delicadez* 1 n la elección de



los helios iusticiab'es. En los trámites que

exijeienla naturaleza de las facultades que

concede al Senado, convertido en Tribunal úoi-

co, ha tenido en mira las mismas consideracio ■

nes. Dj todo este mecanismo Cundarmnlal nace

a no dudarlo la teorfi saludable que reconoce

en los altos majístrados del poder judicial una

responsabilidad que garantice el cumplimiento
de las leyes i la observancia da sus primordia
les deberes.

La segunda regla que cumplía dejar esta

blecida era la que debiera formularse, dada

la siguiente proposición: «La inobservancia de

las leyes de tramitación o enjuiciamientos aca

rrea una responsabilidad que deba perseguir
se por la Cámara de diputados i hacerte ef :C-

tiva en el Senado?

Teniendo presentes las prescripciones cons

titucionales consignadas en los aris. 111 i 38

inciso 7. ° , i estableciendo entre ellas la armo

nía correspondiente, no es difícil establecer

una regla fundamental como fca-e del de

bate. Según el primero de los artículos cita

dos, lodo jutt, en cuya clasificación están

comprendiios los majístrados de los tribuna

les superiores, es personalmente responsable
de la falta de observancia de las leyes que
a reglan, el proceso. Según el segundo, por
abandono notable de sus deberes pueden los

majístrados superiores del poder judicial ser

acusados por la Cámara de diputados ante el Se

nado; i es evidente que lodo acto que imponga

responsabilidad personal a estos majístrados

implica necesariamente la fa'tad« cumplimien
to notable da deberes. D-j maneta que toda vez

que esta falta exista, teda vez que "a'guna res

ponsabilidad pese a virtud de ella s b -e la

alta maltratara judicial, debe existir tam

bién h fiscalización de la Cámara aceradora

¡la jurisdicción del Senado encargado do ha

cerla efectiva dentro de la órbita de facultadej

que le ha trazada la lei fundamen'a',

Es cierto que el art. 111 reservó a la lei de

organización i atribuciones de los tribunales

la determinación de los casos i el modo de

hacer efectivas sus responsabilidades; pero, a

joicio di la Comisión, esta reserva no hi qui
tado ni podido quitar a las Cámaras sus f»cul»

tades de alta vijílan:ia ni sus atribuciones

peculiares que les tenia acordadas su especial
constitución. Parece que cabj dentro del tenor

literal i del.esplritu deda C/;n3t¡üicion política,
el hacer pesquisable la responsabiüdidjudicial
no sol) por acción indi vid ia! do los perjudi

cados por los >ctos da los tribunales, sino tam

bién por las ramas del poder lejislau'vo. Por

aquélla en cuanto el perjudicado to puede en

justicia ser privado del derecho de pedir repa
ración por los perjuicios sufridos. Por ésta, en
virtud de acción superior de vijilancia e ini

ciativa que tien9 el Congreso sobre todos los

poderes del Estado, acción que seria estéril sino
se la hubiese armado de todas las facultades ne

cesarias a la fiscalización i de las de perseguir
de hecho las responsabilidades, en cuantc

afecten al interés social, a la marcha lejftima
de la saciedad. N) seria concebible de otro mo

do la coexistencia de ambas prescripciones,
puesto que la existencia de una debia anular

precisamente la otra, si es que la responsabi
lidad judicial no pudiera perseguirse sino de un
modo i en un solo caso.

Por otra parte, la falta de observancia de

las leyes que arreglan el proceso, es un acto

que viene a afectar directa e inmediatamente

a la sociedad entera. Lis leyes de enjuicia
miento se han dictado i se dictan no tanto eu

interés privativo de las partes, sino en consul

ta de los altos intereses de la comunidad, en

consulta de los altos intereses de la justicia.
Cada una de estas leyes tiene la importancia
de la Constitución, de uoa garantía salvadora,

garantía que no es]posiblealropellar por ningun

poder público sin herir de muerte m>3 que los

iotereses i derechos privados, los intereses i

derechos da la sociedad. Una lei coraun civil

pueda quedar sin observancia, puida ser vio

lada por la majistratura encargida da aplicar

la, puede ser violada por Ind.viduos privad is;

pero de esla violación e inobservancia nacerá

el perjuicio deunapersona, de una familia,

de un circulo mas o menos vasto; pero el in

terés social no sufre sino remotamente, en

cuanto está interesado en que se dé a cada

uno lo que de derecho la corresponda,

La violación de la lei de procedimientos no

puede efectuarse sino por la majistratura obli

gada a cumplirla en amparo de la sociedad,

afecta i hiere mortalmente sus garantías salva

doras i lastima directa e intimamenle su

modo de ser, su manera de existir, basada en

la estabilidad de la justicia en lucha siempre
contra la acción dañina individual, tendente a

medrar a costa de la fortuna i del bienestar

público.
Si es la sociedad la mas directamente perju

dicada por la inobservancia d¡ las leyes reg'a/
mentarías de Icd» proceso, no seria Iójic-% f



estaría en consonancia con tos itfl xihl >s dic

tados de la justicia universal, privada del

derecho de reclamar por sí misma una repa

ración que le es debida. Los majistrados judi
ciales son mandatarios indirectos ii ella, man

datarios obligados a cumplir con su mandato,

Las cámaras son mandatarios directos de ella

misma, i por consiguiente armadas del poder
suficiente para llamar a cuentas a los que no

cumplen, i para hacer valer sus derechos en

protección de sus mas lejltimos intereses bur

lados o comprometidos con procedimientos
contrarios al un de su institución.

Por estas consideraciones la comisión ha

creído que les dos prescripciones constilucio-

nalís se armonizan en el sentido espuesu : que

la inobservancia de leyes reglara» ntarias del

proceso, implican un abanicno ne- tabla de de

beres, i que corresponde ala Cámara dJ dipu
tados la fiscaizacion de actos de esa natura

leza hasta hacer efectiva ante el Senado la

responsabilidad proveniente de tales acto?. Ha

creído ma;: que esta acción superior i de alta

jurisdicción no se epone a la acción inlividual

que corresponde a todo perjudicado en su caso,

acción podrá hacer valer en el mcdo i forma

que determine la lei que no se ha díctalo

todavía,

PRIMER CARGO.

Infracción de la lei de 8 de febrero de 1837 en

una sentencia del concurso de don Juan de Dios

Gandariltas quemandó hacer un pagoa un aeree

dor dntes de haberse dictado la sentencia de

gradas i falsedad de un considerando de üque

considerando de aquel fa'.lo,

D:n Vicente Sanfuentes había pagado a la

Caja del Crédito hipotecario una deuda de don

luán de Dios Gacdaríllas, subrogándose con

forme a la lei en los derechos de aquélla.
Concursado Gandariltas, el representante de

los señores Mac Chire i Ca, , pid'ó que el sin

dico pagase desde luego a Sanfuentes con los

fondos del concurso el crédito referido, a ¡o

que se opusieron éste i otros acreedores.

No obstante esta oposición, el juez mandó que

se pagase a Sanfuentes i que, en caso de no

ser aceptado et pago, se consignase la canti

dad ofrecida. La Corte Suprema confirmó esta

resolución.

Ri arlíiulo 89 de la lei do 8 d<¡ febrero da

1837 dice: t-Si los bienes no alcanzaren pa

ra cubrir a todos los acreedores, pronun

ciará el juez la sentencia en que diíponga

el orden en que deban ser cubiertos con

arreglo a tas leyes; mas (durante el juicio
no podrá eotregarse camiJad alguna, ni aun

bajo fianza de acreedor de mejor derecho,».

Bástanla simple esposicion del hecho i la

lápida lectura del articulo anterior para pose

sionarse déla manifiesta infraccionde la leí,

cometida a sabiendas i maliciosamente, por

haberse fundado en motivos supuesLos i fal

sos, como luego haremos notar. «Durante el

juicio, dice la lei, no podrá estregarse canti

dad a'guna ni aun bajo fianza de acreedor de

mejor derecho:* luego mandando entregar,
«durante el juicio,» la cantidad quo se adeu

daba al acreedor Sanfuentes, se ha violado

terminante esa leí.

Sa dice en la sentencia, para escusar o pa*

liar esa manifiesta ilegalidad, quo lo que se

prohibe en esa disposición citada es que los

jueces i síndicos de los concursos puedan pa-

gír a algún acreedor, «pendiente el juicio;»

pero rio que pueda esa prohibición aplicarse
a los mismos acreedores, quienes pueden ha-

cerlo, rcousultando su conveniencia.»

Pero la disposición legal citada es clara, ter

minante i no deja lugar a ninguna duda o in

terpretación posible. Eo ella se prohibe abso

lutamente hacer todo pagí, durante el juicio,
sin hacer la mas remota referencia a jueces,
acreedores ni a síndicos. ¿De dónde se deducá

entonces esa distinción arbitraria i antojadiza?
Del ínteres de los acreedores, lo que constitu

ya la sanción de una verdadera injusticia que
la lei habia querido evitar.

Convenia a les acreedores, dice la senten

cia, hacer cesar los intereses penales del dos

por ciento que se adeudaban a Sanfuentes;

lueg) estaban en su derecho pagando a éste

para hacer cesar los intereses. ¿Podría citarse

la disposición legal que autoriza a los acres-

dores de un concurso para proceder conforme

a las consideraciones de su propia convenien

cia, aunque ssa violando i a tropellando ajenos
derechos? ¿Don Vicente Sanfuentes no era tan

acreedora] coocurso de Ganiaríllas, como lo

eran todos los «Jemas? 1 si lo era ¿por que-
sus derechos habian d¡ merecer menos res

peto que los de los otros acreedoras? ¿Por q nó

los de éitos habían de prevalecer sobre los da

aquél? ¿Por quú S3 habiao de ¡>eieli;iir enri-

l



quecer en perjuicio de bs derechos de otro?

La lei del juicio ejecutivo asegura a todos

los acreedores el pago de los intereses en ti

mismo lugar i con la misma preferencia quj

tenga el capital. Si don Vicente Siufueutes

tenia derecho di preferencia por el crédito

que representaba, el mismo derecho le asistía

para percibir los intereses de ese crédito bas

ta la terminación del concurso, sin que nadie

pudiera obligarlo a pagarsa, pendiente el jui
cio. La sentencia que mandó lo contrario, vio

ló abiertamente la tei i atacó los derechos da

un acreedor, arrebatándole los benelieios que

la leHe aseguraba para darlos esclusivamente a

los señares Mac-C!ure i compañía, único acree

dor de grado inferior que se pagó,

Respecto a la segunda parle del cargo que

analizamos, que denuncíala falsedad de un

considerando de esa misma sentencia, no pue

de ser mas evidente su ef¡dividid. Se dice en

el primer considerando de esa semencia que

todos los acreedores consentían en el pago con

escepcion del señor Saufuentes, miénLras que

consta de autos a f. 35 que tres acreedores se

oponían terminantemente a que se verificase

dichopagozque ofrecían i en el cual tenían tanto

ínteres los señores Mac-C!ure_¡ compañía.

ÍKGU.NDO CARGO.

Infracción de la lei de 1.» de marzo de 1837,

por kaber fallado la Corte Suprema en un

recurso de apelación antes dd de nulidad,

procediendo cen circunstancias agravantes
i después de haberse hecho tres veces relación
díl recurso de nulidad.

El hecho que sirve de fundamenta al cargo

que precede, es cierto i positivo.—Don Vi

cente Sanfuentes apeló i dijo da nulidad de

la sentencia de grados del concurso de Ganda-

rfllas corriente a f. 60. Aunque el recurso de

nulidad fué denegado por providencia de f. 69

vta., fué ésta revocada por contrario imperio
i se coneedio dicho recurso a f. 71 vta. E'eva-

dos los autos a la Corte Suprema, se hizo re

lación ires veces distintas del recurso de nu

lidad, entrando en cada una de esas relacioces

uno o dos jueces diversos de los que habian

entrado en las anteriores i habiendo resultado

en una de etos discordia de votos, para dirimir

la se llamó al juez letrado de turno. Pos

teriormente, habiéndose declarado implicado
el juez de letras señer Bieza para dirimir la

discordia, se llamó en su lugar al señor Aba-

Ios. Todi esto aparece cocürmaJo en las pro

videncias, de f. 77 vta. , 82 vea.
, 8fi i Si vta.

Encontrándose en este estado la tramitación

de la causa, en vez de dirimirsa la discordia

ocurrida í de filiarse previamente el recurso

de nulidad, se mandaron llevar a la vista i se

confirmaron las providencias apeladas por

Sanfuentes. De esta manera se hizo del todo

ilusorio el derecho de Sanfuentes, para quien
era ya enteramente inútil proseguir el recurso

de nulidad, detde que el tribunal se pronuncia
ba confirmanda el pago mandado hacer por

las sentencias de f. 39, 40, 42 vía. i 43

vta. que era lo que se pretendía evitar

con el recurso de nulidad contra la sen

tencia de grados. En lal situación no le quedó
otro recurso ¡>i acreedor burlado en sus dere

chos, que desistirse de su reclamo de nulidad

que ya no podía producir el menor efecto. En

este procedimiento vé la comisión una infrac

ción evidente i maliciosa de lo tet tuiuautemen-

i - mandado por la leí de 1.° de marzo de 1837,

que prescribe fallar el recurso de nulidad pre

viamente al da apelación.
Don Vicente Sae fílenles fué declarado libre

del pago de las costas, apesar de haberlo soli

citado espresamente el señor Mac-Clure i de

mandarlo asf la leí citada, seguramente porque
la Suprema Corte tuvo en consideración la

iegalidad de sus procedimientos, al fallar los

recuraiüi de aquél.

TEÍ.CEB CARGO.

Infracción de la lei, por haber declarado el

mismo tribunal rálida una escritura presen

tada en el concurso de don Matías Figue-
roa, cuya falsedad estaba probada en au

tos.

Pccos días antes de caer en falencia, firmó

Ffguerca una escritura hipotecaría por la can

tidad de 45,000 pesos en favor de don Vicente

Oalla Bezanilla, dándose en ella por recibido

de 15,000 pesos i espresando que los 30,000

pesos res'.antes se los debía de antemano.

Tanto Figuerca como Ovalle B°zanil!a de

clararon en el comparendo que tuvo lugar

para nombrar sindico, que aquellos 15,000

pesos procedían de pagarés firmados por el

primero en favor de algunas personas i endo

sados a Mac-Clure i Ca. Esto estaba ya manifes

tando la falsedad déla escritura, desde que no

babia recibido Ovalle i Bezanilla esa cantidad

como en ella se espresaba.
L"n el curso del juicio que se siguió sobre



nulidad de la escritura en cuestión, declararon

los mismos Figueroa i Ovalle Bízanil'a que los

dichos 15,000 pesos procedían de pagaréi
firmados por el primero a favor del segundo i

endosados por éste a Mic-Clure i Ca. De aquí
resultaba también, no solo la falsedad de la

escritura por cuanto no había sido efectiva la

entrega del dinero que en ella se suponía, s'na

que podia hacerse al concurso de Figueroa un

doble cobro, desde qae ésta firmaba una escri

tura hipolscaria en favor de Ovalle Bezanilla

por tos mismos 15,800 pesos que existían en

documentos en favor da B.-zanila, Mac-C'ure

iCa.

La escritura objetada de nula fué realmente

declarada válida por sentencia confirmada por
la Corte Suprema.
La Comisión no ba podido menos de lijar

muí especialmente su atención, al ver figurar
en todos estos asuntos a la casa de Mac- dure i

CcmpEñla tan notoriamente favorecida siempre

por el presidente de h Corte Suprema don

Manuel Monlt, sabré lu cual no puede dejar
de observar ala Cámara los dos hechos que

siguen. Ellos, aunque ajenos a los cargos for

mulados, pueden dar una luz de los procedi
mientos seguidos en los juicios en que dicha

casa ha tenido parte.

La lei sobre bancos de emisión de 23 de

julio de 1860 dispuso en el primer inciso de

su articulo transitorio que los propietarios o

directores de bancos de emisión debían suje
tarse a sus disposiciones seis meses después de

su promulgación. El banco de B-zani!la, Mac-

Clure i Compañía, léjo3 de haberse conforma

do a las prescripciones de esa lei en todo el

tiempo qce coUinaó siendo Presidente de la

república don Manuel Montt, pretendió, en

vísperas de cesar la presidencia de éste un

saivo conducto o patente de indemnidad para

eximirse del cumplimiento de una lei que para

todos era obligatoria. 1 quién lo creyera! esa

exención de la obediencia a la leí la obtuvo

por un decreto supremo firmado el 14 de se

tiembre de 1861 en estos términos: «En vis'a

de las razones aducidas en la solicitud prece

dente, vengo en decretar: Concédese al banca

de B:zanilla, Mac-Clure i Compañía el plazo
de seis meses para que arregle sus operaciones
a lat prescripciones de la lei sobre- bancos de

emisión de 23 de julia de 1860; no pudiendo

emitir en billetes mas del valor de 60 mil po

sos, suma emitida ya, i quedando sujeto a la

inspección que el gobierno crea necesario

hacer en sus libros, carleras i demfs pape

les. Tómese razón i comuniqúese.—Montt.—

Jovino Novoa.a

Antes de trascurrido un mes de ta f¿cha de

este decreto, el director del Banca do Chile

se quejó al gobierno de la desventajosa situa

ción en que ilegalmenle se encontraba colo

cado este establecimiento, que habia arregla

do sus operaciones a la leí de baacos, mien

tras qne otrosde esta capital mantenianh fectua-

ban la emisión de billetes, sin haberse con

formado a las prescripciones de aquella lei. Es

ta espos cion terminaba con tas siguientes pala
bras: «1 como últimamente ha llegado a mi

noticia que algunos de aquellos establecimien

tos sí escudan con un decreto ái f cha 14 i

16 de setiembre último, que no conozco,

i que no sé como pueda derogar una

lei vijente, me atrevo a llamar la atención de

V. S. sobre todo, suplicándole se sirva obrar

con justicia. «

El gobierno del actual Presidente dio sobre

esta solicitud vista al fiscal, quien d^o que,

para evacuarla, necesitaba tener presente el

decreto de 14 o 16 de setiembre a que se re

fería el director del Banco de Chile, de donde

puede colejirse que ese decreto había queda
do en la reserva i en el misterio.

Habiéndose agregado al espediente, de or

den del : il-.r Ministro de Hacienda don Ma

nuel Ronjifj, copia del referido decreto, el (¡3-

cal evacuó un luminoso informe con fecha 9

de noviembre, en el que demostraba que el

decreto supremo de 14 de setiembre no sola

mente era del todo ilegal, sino que infrinjia el

ndm. 1.° del art. 12 i el 81 de la Constitución

política del Estado. Enconsecuencia el gobier
no del señor Pérez revocó aquel'a injusticia
lan contraria a la Constitución i a las leyes, de

clarando sin efecto el decreto de 1 4 de setiem

bre i mandando que el banco de B^zanilla,

Mac-Clure i Ca. suspendiese en el acto toda

emisión de billetes .bajo las penas designadas

en la lei,

Agregamos a nuestro informe una copia

simple de estos curiosos antecedentes, que no

son mui conocidos del público.
El otro caso a que la comisión se ba referi

do, para comprebar el hecho da la protección
decidida i a todo trance que el presidente de

la Corte Suprema don Manuel Monlt, ha dis

pensado siempre a los señores Mac Clure i Ca.,

es el.siguiente:
Habiendo comprado don Cárl03 Mac-Cture «1



portal ediOcado en la plaza de Armas de esta

capital por don Francisco Ruiz Tagle, promo

vió centra los herederos de éste una cueslion

sobre faltas que suponía existir en ese edifi.

c'o. Para resolver esta cuestión, fué nombra

do juez compromisario el presidente de la

Orte Suprema don Manuel Montt, quien la fa

lló obligando a los herederos de 'i gl
■

a pagar

a Mac-Clure una fuerte suma que excedía de

cuarenta o cincuenta mil pesos, fundándose en

que el cuerpo superior del edificio era de ado

be i no de cal i ladrillo, como asfguraba el

comprador baberlo entendido cuando hizo la

compra; sinembargo de que nn se habia tasa

do ni vendido en concepto a que su construc

ción fuera de ese material ¡ de que lodoS;n-

t!ago habia vieto levantarse recientemente esa

obra. Lis herederos de Tagle interpusieron
recurso de nulidad contra una sentencia tan

entraña e injusta que habia producido un es

candido universa!. Ese recurso se fundó: l.',

t n qne las partes no fueron citadas para oír la

sentencia; 2.', en que el fallo era ultra peti-

ta, esto es, en que se babia concedido a Mac-

Clure mucho mas que lo que habia pedídc; i

3.°, en no haberse consignado en la sentencia

las alegaciones i defensas de los herederos de

Tagle, como lo prescribe terminantemente la

lei. Fué tan ¡entra! la indignación producida
en el f.ro i en el público por ese fallo tan ín-

califieable, que la Corte da Apelacionej hubo
de derlirar nula !a sentencia pronunciada por

don Manuel Montt en favor de don Carlos Mac-

Cura, fundándose en las causales 1.
" i 3. a

que se han espuesto i desechado la 2. ■°

, por

no aparecer comprobada, según el dicho del

tribunal.

La comisión habría querido examinar cou

un poco de atención lo actúalo en este juicio,

pero no le ba sido posible encontrar el espe
diente en la oficina donda debiera estar ar

chivado. Acompaña si la sentencia de la Cor

te de Apelaciones, que anuló aquel fallo; sen

tencia que corre bajo el núm 1 ,477 del mim,

1,154 de la «Gaceta de ios Tribunales» de 20

de agosto de 1864-

S.'CiHCO.

Infracción de la leí de 12 de setiembre de 1851

en la querella de capítulos iniciada contra don

Salvador Cabrera, en que la Corle Suprema
cerró la puerta a (oda investigación judicial so*

bre esos capítulos.
La Comisión ha examínalo atentamente el

'argo ¡ voluminoso proceso seguido conlra don
Salvador Cabrera; i al dar cuenta al aCímara á:

el, reclama suinduljencia ¡atención. Para que
la Cámara pueda formarse un juicio claro i

exacto, presentaremos a su consideración: 1."

una relación de toda la causa; j 2.* un análisis

individual de los fallos pronunciados i de los

decretos de procedimientos mas notables. Esta
división dematerias se ha estimado conveniente

en consulta del método i claridad para la dis

cusión.

Relación de la causa.

En 20 da marzo de 1865, veinte i dos veci

nos d: h provincia de Talca, representados

por el procurador del número don Quiterio

Nuñez, según el poder de f. 174 elevaren un

memorial a S. E. el Presidente de la república,
En este memorial denunciaban hechos gravea

que imponían serias responsabilidades al juez
letrado de aquella provincia, hechos cuya

prueba ccmp'eta ofrecían. Los hechos apare

cen detallados con prolijidad i agrupados se

gún su naturaleza en quince capítulos, estando

apryados por 173 fojas de documentos i actua

ciones jud;c:ales.

Junto con la denuncia prometían la lega
lización de los justificativos i pedían que

se mandase enjuiciar al raajistrado. Este pe

dimento corre a f. 176 i el decreto del Miáis-

terio de Justicia a f. 204 vta,

Por este decreto se mandó pasarlos ante

cedentes ti señor fiscal de la lima. Corte

d¿ Apelaciones de Santiago para que abriese e]

correspondiente juicio; i dicho funcionario

ocurrió al I'ustrísimo Tribunal solicitándola

íi.-í, con exclusión de tre3 capítulos, como se

vé en su solicitud di f. 205. A f. 223 vt?.

evacuando una vista, el señor fiscal dio a su

primer pedimento el carácter de una querella
i reiteró su solicitud de que fuese resuella

por la llustrísima Corte.

En mayo 18 del mismo año i a f. 224 vis.

vino a proveerse la petición fiscal de f. 205,

reiterada a f. 223 vta., con este auto:

«Vistos: en discordia de votos para aceptar
o desechar algunos capítulos de acusación,

llámese para dirimirla al señor juez letrado

don José Vicente Abalos»—Mujica—Valeniue-
la—Castillo—Torres—Remóles.

Da este auto ape'.ó el juez querellado, que
sb habia hecho parte con el poder de f. 206 i

jestionado como tal; i la Excelentísima Corte



Suprema, con su total número de majístrados,
lo revocó a f. 237, declarando: «que ta llus-

trlsima Corte de Apelaciones con el número de

ministros que habían conocido en el asunto

debia pronunciar su resolución.»

Al dar cuenta de este fallo revocatorio, la

Comisión cree que no debe escusarse de con

signar en ta relación que hace, los tres funda

mentos que ella contiene. Tales son: 1.a El

articulo 2.* de la lei de 12 de setiembre d:

1851, qne manda; «que en caso de empate en

las causas criminales, «formará resolución» la

opinión mas favorable al acusado;» 2 *

Que

una querella de capítulos debe estar sujeta
a las mismai reglas ds toda causa criminal; i

3.* Que del auto apelado se de?prende que la

discordia había sido un verdadero empate.

Vuelta la causa al limo. Tribunal de primera
instancia, resolvió éste en 4 de julio del mismo

año, a f, 237, desechando todos los capítulos,
fundado en el fallo revocatorio de la Excmi.

Corta i art. 2.° de la lei da 1 2 de setiembre

del 851.

El señor fiscal, como se vé a f. 238, apeló

en el acto de la notificación. Los vecinos de

Talen, qu^ venían haciendo el papel de partes
i coadyuvantes, conforma a su pedimento de

f. 223, consintieron el fallo de la Corte de Ape

laciones de f. 237. A pesar de esto, fueron de

clarados parte por la Ecxma. Corte en auto de

il de agisto de 1865, corriente a f. 241 vli.,

resolviendo, en sj rebeldía, uua petición del

juK querellado, de f. 240, en que solicitaba

que se declarase «que no eran partes por

haber consentido la resolución que había des

echado todos los capítulos»
Pendientetlrecurso fiscal, el tribunal Supre-

mo|decretó a petición del mismo querellado que

informase a la brevedad posible. Este d :crelo

tiene la f ;cha del 19 de ag st-j d.-l mismo año

¡correa f. 244. La petición que lo motivó

alegí dos razones: l.- La de no habérsele

oido en el juicio; i 2.
■

La de encontrarse

su abogado eo la imposibilidad de concurrir a

|03 estrados del Tribunal a alegar.
En observancia de este notable decreto el

juez querellado presentó en 28 de setiembre,

me3 nueve dias después del referido decreto,

un informe de ciento cuarenta i tres fojas,

como se vé agregado i corriendo de f. 245

hasta f. 38S. C^a su mériti i algunas actua

ciones posteriores, en 8 de rmrzo át 1866, re

pronunció por el Excmo. tribunal a f. 400 la sen

tencia que falló el recurso de apelación GjcsI.

Esta cenlencia confirmó la apehdi, con dec'a-

racnn: «que se admitían únicamente contra el

juez querellado los capítulos de haber manda

do dar azoles al reo Juan Estovan Vázquez i

a Candelaria Ramírez. Esta sentenc'a está fir

mada por el señor presidente í tos cuatro se

ñores ministros natos del tr b , ¡¡-.I.

Vueltos los autos al limo, tribunal para el

cumplimiento de la ^sentencia suprimí, los

vecinos de Talca entablaron artículo chs de

sistimiento, tanto porque el auio superior de

f. 241 vta. los habia hecho partes solo para el

recurso pendiente, cuanto porque ya su papel
enel juicio no tenia objeto, desde quo no se

tnbían de rendir ni aceptar las pruebas que

tenían prometidas. Este articulo se introdujo
a f. 405, i tramitado con la oposición del ¡U'Z

querellado, dio orfjen al auto siguiente, que se

rejislra a f. 407 vta,

nVistos: en discordia de votos sobre el arti

culo de desistimiento, tráigaos; en relacicn

con asistencia del señor juez Lirado den José
"

de Bernáles.—Uujica.—Riesco.— Valenzuela

Castillo.—Bieza.»

Apelado este auto por el señor juez quere

llado, que ante la Exma. Corts pedia que se

echase fuera del juicio a los vecinos de Talca,

i ante la lima. Corte que se les conservase,

resolvió el Supino. tribunal en 7 de rmyofde
1866 af. 410 vía. de la manera siguiente:

«Vistos: considerando 1.' que de tos térmi

nos en que esiá concebido el auto apelado, se

deduce necesariamente que ha habido empa

te de votos parala decisión del articulo que en

dicho auto se menciona; i 2.° que en este caso

el art. 2.' de la lei de 12 de seliembre de

185 1 manda que forme sentencia la npioion
mas favorable al acusad). Sj declara que la

lima. Corte de Apelaciones cen el cunero de

ministros que han conocido en cití asunto de

be pronunciar su resolución. Rebócase el aula

■pelado de 24 de abril último. Üevélvanse.—

Mintt.—Palma.—Barriga—Valer z iela.—Güe-

mes.

Li lima. Corte, en cumplimiento de esle

fallo superior proveyó en 10 de- mayo de

1866 a f. 411 vía:

«Vistos: no ha lugar el desistimiento solici

tado por el procurador dan Quiterio Nuñez en

f-u escrito de f. 405.—Mujica.—Ricsco.—Va-

hrzue'a Castillo.—Baezi,

Li misma Corte como Tribuoal de pri

mera instancia falló en d fililí va el 16 de junio
de 1856 a f. 412 sobre los dos c.ipftulos que
fieron mit"tis de la dcxlara:bn suprema di



la sentencia de f. 400, absolviendo, en virtud

de la lei 26, llt. 1.' pan. 7. "al señor juez

letrado de Talca don Salvador Cabrera de los

dos cargas a que se refiere la resolución de la

Exma. Corte fecha 8 de marzo del presente;

i se condena en costa", daños i perjui
cios a los anunciantes de mancomún etin

sc-iidum.

Los condenados apelaron; i la Excma. Corte

resolvió en 5 da octubre de 1866 a f. 425 lo

siguiente:
«Sa absuelve a don Salvador Cabrera del

capitulo de acusación relativo a Juan Estovan

Vasquez. I cer el referente; a Candelaria Ra

mírez a virtud de lo dispuesto en la lei 21,

tft. 0, parí. 7.
™

, pagará la multa de 100 pe

sos a bcmfício fiscal. Confirmase la sentencia

apelada de 16 de junio último en lo que fuere

conforme a ésta. Devuélvanse.—Montt.—Pal

ma.—Barriga.—Valeniuela.—Giiemes.»

Esta es la relación de lo que ha encontra

do notable la Comisión 'én esle proceso qus

cuenta 426 Tojas útües, fuera de tres cuader-

ncs agregado i bastantes voluminosos i que ha

tenido año i medio de duración; ¡ todo para

resolver si se investigaba o no la conducta fun.

otoñaría del juez de Ta'ca, si se abría o no juicio
do residencia, si se admitía o no una querella
instaurada por el ministerio público, decretada

por el gobierno i autorizida por una denuncia

de 22 vecinos respetaba de T. Isa i con no

insignificantes justificativos. Todo eso ha lla

mado la atención de los informantes, ¡no

cumplirían con el cometido que les ha conta

do la Cámara silenciándolo.

II.

lian llamado particularmente la atención de

ios informantes en este voluminoso proceso,
1." El decreto de 19 de (gnsto de 1865 que

se rejistraaf. 244-
2.» La resolución de f. 227, revocatoria dtl

auto de f.224 vta.

3.° El fallo de f. 400 i

4.a El resultado final del juicio.
Analizaremos individualmente cada uno Je

esos puntos para fijar la consideración de la

Cámara sobre las razones, qne, en concepto de

la comisión, han sido notables.

Dccrrlode f. 224.
A f. 223 se presentó el juez quere'lado ante

la t\cma. Corle, solicitando: qua se le pidiese
iníjrme, mandando suspender la vista de la

causa. Dos rezones se alegaron en apeyo de

esta pedimento: 1."* la de no. haber sido

OÍJo sobre la querella a pesar de la práctica

establecida en tales casos, de oir el informa de

todo juez querellado; i 2.* ta de no poder con

currir su r/bogado en ese dia a defenderlo. El

tribunal Supremo dice'ó: «Informe el juez
de letras de Talca a la brevedad posible.»
Este decreto de procedimiento pudo ser li

brada o por algunas de las razones al-'gidas
por el peticionario, o porque alguna lei

autorizaba este trámite; i a juicio de la Comi

sión el tramita no pudo descansar en ninguna
de las razones alegidas, ni en lei qnj lo hubie

ra establecido con antelación

Li primera de las razcne3 alegadas era

inexacta, i su inexactitud aparecía prebada

por los mismos autos. Da éstos consta: que el

juez de Ta'ca se había hecho parte en el jui
cio en 17 de abril del mismo año, cuatro me

ses antes del decreto, como se vé a f. 214:

que desde el 17 de abril hasta la f.cha del de

creto, tenia presentados siete escritos, enta

blado un recurso, presentado documentos i

habia silfo oido en primera i segunda instancia

de cuantos modos puede serlo jurfdicamnntí
una parte; i que todas la actuaciones produci
das durante los cuatro meses anteriores, como

se acred W desde f. 206 hasta f. 244. lo fue

ron aule árabes tribunales, sola en represen

tación suya, on audiencia propia i a virtud del

mérito de sus peticiones i de los documentos

que tenia presentados.

La seguida razón alegad! en el mismo pe

dimento se encuentra desechada espresamen-

te por el art. 156 del reglamento d; adminis

tración de justicia, en vigor, no solo pomo

estar derogado, s'no también porque en Ii

práctica judicial se le ha prestado siempre es

tricta observancia. Este articulo contieno tei-

lualmento el siguiícte precepto prohibitivo.
«Por eLÍertnedad, ausencia o cua!qui>ra otra

cavsi de los abogados patrocinantes no podrán

estenderse los térnrncs judiciales ni retar.

darse el curso d; las ce usas, n

.Ni'.e bien la Cámara: trie el mismo juez

querellado habia hecho el pedimento de f. 21 fl

en que solicitaba con urjtncia la pronta termi

nación del juicio: que se habia librado por el

tribunal de alzada el decreto de «autos en re

laciona como se cemprueba a f. 231 i t. 241

vta., decreto que s:gun la leí obsta a cual

quiera presentación de escritos de la natura-

hzadel que era materia el decreto quo S3

enalíza: que estabí des:g:a!a en la tabla del

tribunal la audiencia de ese mUmodia 10 da

agosto para la vista del recurso i qrn la Id



que establece el procedimiento en esta clase

de procesos, no autoriza el trámite decretado,

ni en primera instancia ni en segunda, con

mucha ma) razón.

Si las razones aducidas por el solicitante no

podían ofrecer al tribunal fundamento a'guno
en f'ivor de lo decretado, desde que se esta

blecía o creaba en su virtud un trámite espe

cial de procedimiento, forzoso le ha sido a

la Comisión buscarlo o en la leí o es la prác
tica judicial en igualdad de circunstancias,

Smsible es para la Comisión informante reco

nocer que no lo ba encontrado tampoco en

aquélla ni en ésta, i que por el contrario los

antecedentes de la causa lo ofrecían para que

el tribunal se hubiera denegado a acojer el

pedimento.
Las leyes de Partida, las de la Novísima lle-

cipilacion, el Senado Consulto de 31 de agosto
de 1821 i otras leyes patrias posteriores tienen

demárcalo el punió de proceder en losjuicios
sobre capítulos. Ni para aceptar la querella o

repelerla, estalo en que se encontraba el

proceso el 19 de Egoslo de 1865, ni para re

cibir la información que se ofrece, ni para la

instrucción de las actuaciones preliminares i

resoluciones previas precautorias, como sus

pensión del capilulado, su arresto o compare

cencia exijen las leyes la audiencia del capitu
lado, ni aun coma trámite potestativo de la

autoridad qne juzga. La primera audiencia que

se conceda, con arreglo al enjuiciamiento legal,
al capitulado, es la qne tiene lugar al tomarle

su confesión, conforme al sistema establecido

en lodo juicio criminal.

La práctica judicial, por mas que existiera,

tampoco pudo cfrtc-r un apoyo lejdimo a di

cho decreto. Desde que éste introducía un

trámite, el tribunal no podía seguir prác
ticas que las leyes no hubieran sancionado de

antemano. Pedir informe a un juez querellado

es lo mismo que conferirle traslado da una de

manda, i no se escapará a la penetración de la

Cámara que 'a práctica que tal procedimiento

estableciese, sería no solo perniciosa e il'-gal,

sino también, innovadora de todo el sistema

de investigación que reconocen todas las le-

jislaciones del mundo en materia criminal.

Un trámite de enjuiciamiento constituye un

derecho, que como tal no puede tener otra

fuente lejftima que la lei, ya que según nuestra

lejistacion la costumbre no conslhuye derechos.

Los antecedí otes del procesí estaban tam

bién protestando contra el decreto aludido. El

mismo tribunal Étimo, tenia cstabierido

esie antecedente legal: que una querella de

capítulos debe estar sujeta a las mismas reglas

i Je toda causa criminal» (considerando 2."

del fallo de f. 227).
Si las reg'as de toda causa criminal deben

gobernar una querella de capítulos, la Comi

sión no ha podido encontrar en las leyes co

munes a todo proceso criminal, ni en las es

peciales que gobiernan los juicios de residen

cia, la regla que autorice, que aconseje siquie

ra la audiencia del querellado, la advertencia

que le haca la justicia de que va a pesquisar
su conducta. 1 sí tal regla existiera, ella ha

blaría con el tribunal de primera instancia,

que lo era la llima. Corte de Apelaciones;

pero de ninguna manera con el tribunal de

altada, que coraod3 término, no cumpliría

con su deber decretando esa audiencia como

la decretó la Exenta. Corte Suprema. El deber

imprescindible que le fijaba la lü era el de

haber declarado de oficio la nulidad de lo

obrado con la omisión de un trámite lan sus

tancial, por la infracción de esa regla legal.

Estas son las razones que han hecho notable

a la comisión el decreto referido; i asi cree

ría fallar al deber que le impone el cometida

de la Cámara si no llamase su ilustrada aten

ción sobre ellas. Ese decreto se tradujo en

tonces i aun se traduce ahora por aguóos de

un modo que la Comisión no quiere ni debe

acojer, i mucho menos espresar sin asumir

un papel que no le toca.

Resolución de f. 227.

Para admitir o desechar la querellóla I.ma.

Corte libró el auto d f. 224 vía. que mani

fiesta que hubo empate de votos, llamando un

nuevo ministro para dirimirlo. Apelado este

auto por el ¡utz de Talca, el tribuna' Smo.

pronunció la relación q j . se va a exanvnar,

que es la de f. 227 de que no se ha'dado cuen

ta en la | relación de eslejproce=o. Por ella, el

tribunal Smo. r< vocó el auto del I '.ara. tribu

nal i declaró implícitamotile que formase re

solución la opinión mas favorab'e al juez que

rellado, en conformidad al irt. 2.° de la lei de

12 de setiembre de 1851.

Esle fallo supremo lia llamado mui particu
larmente la atención de la comisión informan

te; í aunque él reposa en una interpretación

de ta leí de 12 de bc ti mitre de 1851, tal in

terpretación no debió ex'stir en cuanlo hería

el primer d;ber de la mij'stratura suprema*

drjaba sin observancia los mas primordiales



preceptos que gobiernan los juicios criminales,

i cuyas reglas, según el senlir de la niis^a I

Corle, debia suoordicarse el de capítulos.

Que la interpretación no debia tener lugar,
se comprueba por el tenor literal del articulo

interpretado. Este dice testuaímente en su

reg a núm. 1.':

nTcda resolución o decisión se tomará a

msyorli absoluta de votos. Snembargo, en las

ucausas criminales» ,
en cas j de empate, for

mará resolución la opinión ma3 «favorable al

acusado.»

La comisión no ba podido ni debido perder
de vista, para discurrir, que cuando se pro

nunció este fallo por el tribunal Exento., se

trataba uüíciiü d'.o de admitir o rechazar una

querella de capítulos, o lo que es lo mismo, si

se ebria o no investigación sobre la -conducta

funcionaría del malmirado querellad].
En esta situacioc o existia tcdavíi n:au;a

Iguna ni crimina'» ni civil; ¡ agí jurídico
existia, era la presencia del ínteres 3ccíal,

demandando por el órgano del ministerio pú
blico el cumplimiento del primar deber de la

mas alta majistratura judicial, de acojer una

querella que todavía no aportaba otra cosa

que investigar i solete a exámsn laconducta

funcionaría da un maj airado sobre la cual se

proyectaban sombras.

Tanto en el orden civil como en el crimioai,

no hai causa mientras no haya litis, i é -ta r.o

«xiste ínter no se trabe contestación, fcn átnbos

órdenes existe un deber indeclinable, un de

ber imprescindible de oír la primara demanda

í de darle el curso que la lei le tiene designa

do, sin que pueda el juez o tribunal prejuz

garla. Si todavía no bahía causa, mal podia

interpretarse ni mucho menos ser rnMeria de

aplicación la lei de 51, con cabida solo en

decisiones o resoluciones en «causas crimina

les.»

Ademas de no existir causa a la sazón, me

nos existia «acusado.» Las palabras de una k¡

deben entenderse en el sentido que el derecho

les acuerde. Según esto, en todo juicio crimi

nal hai dos estaciones perfectamente deslinda

das: el estado de -imario i el estado de ple-

nario, el estado de querella i el de acusación

formal. En el primero no hai lodavia acusado:

en él se trata solo de averiguar la existencia

de un delito i la existencia presunta de un de

lincuente. En el segundo ixiste ya acusado; i

solo en este caso lendria oportunidad la lei de

51 que fe refiere a resoluciones que deban

pronunciarse respecto de un acusado. Esto no

existia legalmente cuando se trataba solo de

oír una querella.

La lei de 51 da el carácter'de fallo a ta opinión
nmasii favorab'e al «acusado» en caso de em

pate. Tratándose de un funcionario público i

de una majistratura encargada de calificar lo

favorable o adverso de una opinión ¿cuál de

biera ser la a a favorable en el caso del em

pate ocurrido en el acuerdo del tribunal Iltmo?

S gun nuestro sistema legal, parece inludable

que aquélla que estaba por la investigación;

porque lo que favorece a un majístrado es que

se examine su conducta pública, es que se le

franqueen los medios de defensa, es que se

disipen las sombras i el desprestíjio que pesan

sobre él a virtud de una denuncia fundada o

arbitraria a virtud de una querella formalizada

ya. Asi es que, el art. 2.* de la leí citada, si

alguna aplicación debió tener, no pudo ser otra

que para la admisión de la querella.

Dados estos anceted .'entes, la comisión in

formante ha debido lomar nota del fallo su

premo que examina, ya que en él no ha podida

dejar de ver la inobservancia de las leyes mas

vitales de todo procedimiento criminal, que

mandan pesquisar las faltas i los delitos, oír

toda queja i tramitarla. 1 tanto mas, cuanto

que esta inobservancia no es posible defender

la con la aplicación de la leí de 51 , tan ajena
de la cuestión i tan forzadamente interpretada.
Este filio, no obedeciendo, como realmente

no obedece, a las principales reglas que gobier
nan toio proceso criminal, implica, en con

cepto de la comisión informante, responsabi
lidad legal.

La interpretación de la lei d¿ 51 no solo se

ercueutiarLch'zada por el tenor literal de e'la

r :i.o, sino también por antecedentes bas

tante lustrados del mismo proceso. De lo pri

mero ya se ha man'f:stado tas razones que

han firmado el juicio de la Comisión. De los

segoados, dan cuenta los fallos del iluslrísimo

tribunal cimenta a f. 224 vta. i (. 407: el pri
mero para admitir o rechazar la querella, i el

segundo para resolver un artículo de desisti

miento de los vecinos de Talca, coadyuvantes
de la quere la. En ambos la llustrlsima Corte

no se creyó en el caso de aplicar la lei de 51 ;

i aun cuando habia mediado el fallo revo

catorio de f. 227, todavía en el articulo de de

sistimiento insistió el mismo tribunal en su in-

ulijencía de la lei citada, ape.sar de lo maní.



festado por el Supremo tribunal encargado
de rever sos resoluciones.

Fallo de fkOO

Cooociendo la Excma. Corte del recurso Ue

apelación instruido por el señor fiscal contra

la sentencia del ilustrfsimo tribunal de f. 237,
en que desechó lodos los capítulos, se pronun.
ció ti tillo que la Comisión va a examinar

por haberle llamado de una manera notable

■u atención. En él la Suprema Corte confirma

la sentencia apelada con declaración que se

admiten dos cargis relativos a dos luchos de

los muchos agrumados en Lícapítu.os, con la

circunstancia que estos hechos son de los me

nos graves que los capítulos contienen.

Tiene de notable esta sentencia que habien

do confesado el juez en su informe de f. 310

varios de los hechos que consignaba la que
rellaba declarackn suprema dio cabida solo

a dos.

lié aquí las coLfesionss:

La quere la en el carftulo signado con ti l li

mero 2.* enumera varios bachos que mani

fiestan que el juez querellado arrancaba sus

confesiones a los reospor medio de la aplicación
del tormento de azotes. Entre estos hechos se

encuentran los relativos a los reos Cayetano
Sánchez, Guillermo Vázquez i Juan Eslévan

Vázquez.
El juez querellado en su ¡l forme citado dice

a f. 321 vta., refiriéndose a los reos Cayetano
Sánchez i Guillermo Vázquez: uconducidos al

juzgado de letras el 23 de setiembre, se ade

lantó verbalmente su confesión despuss de

coya dilijencia aparece constancia de bober

•üo puestos en libertad esos reos por habér

seles aplicado cien azotcs.n

De esa confesión testual del juez que infor

maba, nacían dos cargos gravísimos que debió

ti tribunal supremo mandar investigar. Esos

cien azotes o fueron aplicados a los reos refe

ridos por el juez querellado por via de tor

mento, como dice la querella, o per sentencia

del mismo juez, como parece indicarlo éste

en el acápite citado de su informe que debe

estimarse como confesión. Si lo primero, el

procedimiento era violatorio del art. 143 de la

l;i fundamental. Si b segundo, tal sentencia

no pudo recaer tino en proceso verbal, como

o indica el mismo juez, i en lal ca¿o fué vio

lada )i lei que manía que un juez no pueda

apicar mas de cincuenta iz^t.-s.

Así es que, formado un cargo al juez por

cualquiera de los dos actos, el tribunal supre

mo no pudo desecharlo, ya hubiese tomado

como antecedente para formar su juicio la

quereVa i pruebas que se le ofrecían, ya la

confesión del mismo jukz querellado. Sinem-

bargo.en la sentencia analizada, este cargo se

desechó apesar de los antecedentes apunta

dos.

En la misma querella i capitulo núm. 2.' se

refiere otro hecho, de aplicación del tormento

de azotes al reo Juan Estovan Vázquez. Esta

hecho fué comprendido en la declaración de la

sentencia de f. 400 i absuello de él el juez en

la sentencia final de f. 425.

El juez confesó el hecho en su informe a f,

331 en estos términos: «Compre.bada !■'-gal-
mente la criminalidad dsl reo {•■evantoaia

manta le hice aplicar v»\te aiotet, que le

repitieron »\ ?• gundo día. 'asistiendo en ne

gar di de nuevo la orden de azotarlo al tercer

dia i dotes de ser ejecutada confesó que se lla

maba Juan Estévao Vázquez i que habia con

currida al salteo -n unión le otros indivi

duos, n

Apesar de esta confesión i de lo dispuesto
en el arL 145 de la Ccnstitucion vijente, el

tribunal supremo absolvió al juez querellado
en su sentencia final citada, sin tomar note da

que no se habia recibido información ni ade

lantado prueba a'guna sobre él apesar de la

declaración que consignaba la sentencia de f.

400.

El capitulo número 3.* d 'a qner"a conte

nia varíes hechos relativo., * evid.^riar que

e: \.\"z habia arrancado declaraciones de testi

gos aplicando tormentos. Eotre esos hechos,

aparece confesado, en el mismo informe el

referente a Candelaria Ramírez.

Por este hecho fué condenado el juez a

100 pesos de multa en la sentencia Goal.

El capítulo núm. 4-' de ta querella denun

cia un hecho grave. Tal es el de "haber hecha

azotar a varios reos rematados porque se

negaban a Jes*u.peñar el ir.f,mante oficio de

verdugo.» Lamisma querella designa los nom

bres de los reos que tuvieron que sufrir tau

cruel traiamí n-.o.

El juez querellada tn su infirme coc tiesa el

hecho, como se vé a f. 342, con dos circuns

tancias:!." que la flajelacíon fué acordada

por el alcaide de la cárcel i ejecutada por su

orden, sin conocimiento del juez; i 2.
*

que
la vi*íia acordó tener presente ti hecho para



rebajar a esos reos el tiempo posible de con

dena en las visitas jeneralts.
Este cantulo a juicio de la Comisión, era

no solo gravísimo sino también digno del mas

escrupuloso esclarecimiento, ya se tomase

como punto de partido la versión que de él

hacia ta querella, ya la contenida en el infor

me del mismo querellado.

Si lo primero, resultaba: qua el juez ejercía

una autoridad arbitraria, ya que ninguna

lei lo autorizaba para imponer a un reo rema

tado la Gbl;gscioa infamante de ser verdugo

de sus cora; añeros de prisión. Resultaba mas:

que el juez que imponía una pena como la

llajelacion, por la negativa de los reos que

hacían uso da un derecho, ¡Lfrinjia la leí,
abusaba de su autoridad aumentando con esoa

p roeedinieotos
los horrores de su3 condonas,

Si lo segundo, resultaba: que el alcaide de

la cárcel de Talca estaba armado de un poder

superior al que la lei deposita en el juez: que

bl ejercicio da ese poder arbitrario i mons-

trut so era aprobado por el juez su inmediato

superior ; i que como reparación de esas veja
ciones sin nombre se acordtba diminución

de c ndenas, contrariando la lei ilas sen

tencias da los tribunales &s justicia. La

aprobación de los actos del alcaide aparece de

manifiesto en el informe tanto porque el juez

dtee en él que ta conducta del alcaide ano le

parecí censurable,» como porque este emplea

do continuó en su deslino i no se le sometió

a ningún juicio.

Basla, en senlir de la Cnmidno, la enume

ración de las confesiones del juez querellado

de quería dado cuenta. Hai varias altas en ese

icformelque por no estenderse d. masíaJo no

je ha creido conveniente enumerar.

De la esposicion hecha se deduce: que el

tribunal supremo no pudo sin faltar a sus pri

merea deberes cerrar la puerta a la investiga

ción de los capítulos que comprendía la que

rella; i mucho menos a la de aquéllos que apa

recen confesados por el mismo juez, entre

los que figuran los de que se ha dado cuenta,

no comprendidos en la declaración de la sen

tencia de f. 400.

El resoltado final de este proceso fué, en

concepto de la Comisión infirmante, el quedar

sin averiguación i sin pesquisa los graves ca

pítulos da acusación formulados por la quere

lla del ministerio público. Los antecedentes

políticos del tribunal llamado por la lei a ha

cer justicia, los del majiUrado cuya coeducta

funcionaría se trataba de residenciar i loa de

los vecinos de Talcaque elevaron su voz, ofre
cen mérito para encontrar en el procedimiento
observado parcialidad, abandono de deberé*

i aun delincuencia en la filia de observancia

de las reglas de todo proceso i en una clara

denegación de justici?.

5.' CAHGO.

«Caso de un proceso criminal levantado en

»Melipiila por un asesinato, cuya sumaria se

» ordenó rt hacer por el presidente de la Corte

» Suprema, que se trasladó en persona a aquel
» lugar, haciéndose ademas procesar por ai>

»toridades civiles al reo que tenia fuero ini-

» litar.»

A fin de investigar debidamente los hechos

que servían de base al gravísimo cargo ds la

falsificación do un proceso levantado por el

delito de bomidio contra don Fermín Silva

Montt, sobrino del presidente de la Corte Su

prema don Manuel Montt i administrador de su

hacienda, ss trasladó la Comisión a MolipiUa

acompañada del honorable diputado iniciador

de la acusación, que debia suministrarle cier
tos datos i antecedentes que conducían al me •

Cor esclarecimiento de la verdad de los he

chos. Para este fin lo hizo participe de sus

trabajos, dándole voz en sus deliberaciones i

facultad de interrogar a los testigos que fue

sen llamados a declarar.

Poco despuesjde haber llegado a Melipilla,
recibió la Comisión uu oficio del honorable

diputado por Elqui, que la habia seguido a

aquel lugir, en el que le comunicaba que iba

con el propósito de tomar parte en sus traba

jos en uso de la autorización que le conferia

el reglamento de la Cámara, La Comisión no

podia de ninguna manera reconocer semejante
derecho, porque si el reglamento pudo otor

garlo a los honorables diputados para parti

cipar de los trabajos de las cemisiones que le

deben su orljen, uo entró jamas en su espíritu
ni pudo dictar una disposición de ese jéoero

respecta de una comisión que solo debe su

existencia a la Constitución. Esta dispuso que la

Comisión, para la cual fuimos elejídos, se com

pusiese únicamente de cinco diputados elegi
dos a la suerte, i no dio el d recho a ningún
otro diputado para injerirse en sus debates ni

tomar parte en sus acuerdos. Mal pudo, pues,
el reglamento otorgarles semejante facultad,
modificando tan sustanc'almente la deposición
constitucional.



El título 4-' del reglamento interior da la

Cámara está consagrado a la materia ule las

comisiones,! i en su primer articulo las divi

de en el cdmero de ocho. En el 34 se estable

ce que el presidente pueda, con acuerdo d: la

Cámara, nombrar comisiones especiales para

los trabajos que loexijieren. En seguida se

dictan diversas reglas sobre la materia, hasta

que termina el art. 41 dicien lo que « os di

putados que no fueren miembros de una co

misión, podrán sin embargo asistir a ella i to

mar parte en sus discusiones, pero sin voto.»

Mis esla disporirion se refiere úoicamenii a

las comisiones que la Cámara nombra, que
son de las que se ocupa el titulo citado del

reglamento, i de ninguna manera a una comi

sión constitucional que la Cámara no puede
nombrar, i a la cual no le es lícito pocer tra

bas tle ninguna 6:>pe:ie en el ejercicio de sus

atribuciones ccnstitucionales.

Apesar de tan exactas i concluyentes ob

servaciones, la Coroiuoo, parala cuatera al

tamente satisfactoria la especie de fiscalización

de sus procedimientos quo pretendía ejercer
el honorable diputado por Equi, te concedió

la participación mas franca en sus trabajos,

pudiéndolos presenciar ledos ten voz en sus

deliberaciones, pero sin que pudiese interve

nir en ka interrogatorios de tos testigos que
debían examinarse. Fácil es comprender que
esta única limitación tenia por óblelo procu

rar la eficacia i la verdad de las investigacio

nes, evitando que tratasen de oscurecerse i

embrollarse les hechos por quien con lanía

franqueza habia manifestado ese propósito en

el seno da la Cámara. Por lo damas, el hono-

rab'e diputado por Elqui tenia la facilidad de

dirijir las preguntas que quisiese a los testi

gos por medio del honorable diputado por

Chillan, miembro de la Comisión i decidido

adversario de la acusación.

Si al honorable diputado por la Union se le

concedióla facultad de interrogar testigos,

que se negó al honorable diputado por Elqui,
fué porque, como ya lo hemos observado,

estaba en posesión de los hechos i debia pro

curar datos í antecedentes que condujesen a

la mejor averígi ación de la verdad. La Co-

misioa le dio esa injerencia en sus trabajos,

no precisamente por ser diputado, sino coma

pudo llamar en su ausilio para el mas acerta

do desempeño de su cometido i cualquiera
oua persona del todo estriña a la Cámara de

diputados. Lis funciones que nos estaban en

comendadas por la Constitución no eran de

ninguna manera judiciales, para cuyo desem

peño tuviésemos necesidad de oir al acusador

i al acusado, sino meramente investigadoras
de los hechos hasta poder formar nuestra con

ciencia, a fin de informar a la Cámara des

pués de i'.ustrají plenamente nuestro juicio.
La comisión pudo llevar mas ade'ante sus

investigaciones en Melipilla, haciendo J cla

rar a varios testigos presenciales que existen,

del asesinato perpetrado en la persona de

Martin Ayala; i esas investigaciones habrían

dado un nuevo testimonio de los tenebrosos

procedimientos q'ie se pusieron en juego para

dejar impune ese crimen alevoso i atrot. Pero

creyó qua J-b'a limitarse a interrogir a los

funcionarios i testigis que intervinieron en el

proceso, que ha tenido orijinal en su poder.
Si llega el caso de qoe la Cámara decrete la

acusación, !e será muí fácil al Senado, cre

yéndolo nec isario, mandar practicar esas dili

jencias, porque (listen los testigos i abundan

otras pruebas diversas sobre ese tríale suce

so.

La Cámara conoce el hecho del asesinato

de Martin Ayala cometido por don Fermin Sil

va Montt, sobrino i administrador de la ha

cienda del presidente de la Corle Suprema don

Manuel MoolL Sibedor éste del suceso i da

que su referido sobrino era procesado en Me

lipilla por ese delilo, abandonó la ca pita! con

menosprecio de sus deberes de majistradoi
faltando gravemente a la obligación que le im

pone el cargo que desempeña i el sueldo que

le paga la nacíoo. Consta del oficio contesta

ción del señor Ministro de Justicia, que corre

entre los documentos que acompañan a este

nf rme, que don Manuel Montt no obtuvo ni

solicitó licencia del gobierno para dejar el

lugar de su residencia i fallar al despacho dia

rio del tribunal. Haremos notar a la Cámara

esta primera trasgresion de lei, cometida por

don Manuel Montt en este desgraciado asunto,

i este primer mal ejemplo dado a todos los

majístrados i jueces de la repúbl ca per el pri
mer funcionario de la administración judi
cial.

Largo que don Manuel Montt llegó i Melipi

lla, en circunstancias da encontrarse ya ter

minado el proceso criminal que se seguía coc-

tra don Fermin S Iva Montt, por el asesinato

del infeliz Ayala, i entregado a la administra

ción de correos para remitirse al juzgado di 1

crimen de Santiago, hizo que ae secase dicho



somarro de la referida administración. Para

silo se valió de don Francisco Soto, en cuya

casa se hospedó, i quien dijo al juez de pri

mera instancia i al escribano quo don Manuel

Montt acabiba d9 llegar «trayendo de Santia

go un oficio del juez del crimen qua le autori

zaba para practicar no sé qué ddijencias en

esa causa criminal.» Merced a este falso pro

testo, que se hizo valer también en la admi

nistración de correos, el espediente se sacó de

ella i se llevó a manos da don Manual Monlt,

quien, habiendo ya conseguido su cbjeto, ne

gó que llevase tal oficio o comisión del juez

del crimen de Santiago, incomodando esta cir

cunstancia al alcaldí don Vicente Vial i al es

cribano don José Antonio Aguirre por el en-

g;ño que se les habia hecho, según lo confie

san ello3 mismo3 en sus respectivas declara

ciones. S'guuda f.dta come-lid» por don Ma

nuel Montt, valiéndose de una falsa e indigna

superchería para hacer dar un paso indebido

a funcionarios subalternos del orden judicial,

del cual él es el jefe.
Antes de continuar esponiendo a la Cámara

el resultado de las investigaciones practicadas
en Melipilla por la Comisión, no cree ésta que

iea innecesario hacer notar, que todas las fal

las cometidas en el proceso contra don Fermin

Silva Montt afectan directamente la respon

sabilidad del alcalde i del escribano que for

maron el sumario; i que por lo tanto las con

fesiones de éstos son sobre manera significa

tivas i elocuentes, desde que su propio int- reí

los impulsaba a negar ¡ ocular en lo posible

las gravísimas ilegalidades eon que procedie
ron. O.ro tanto decimos respecto de los testi

gos que declararon en el sumario i que, sien

do unos pobres inquilisos de la hacienda de

don Manuel Monlt i dependientes hasta ahora

del mismo autor del asesinato don Fermin Sil

va Monlt, se presentaron ante la Comisión pér

fidamente aleccionados por éste i otras per

sonas que se trasladaron de Santiago ala ha

cienda de lis Mercedes i a Melipilla, para ne

gar i ocultar la verdad de los heihjs ocurri

dos. Si no hubiera multitud de antecedentes

que comprueban este aserto, bastaría para

establecerlo incontestablemente la conducta

del teslgo Lorenzo Sant bañez cou tanta ma

licia aleccionado, que se hizo estimadamente

sordo para hacer casi imposible las investiga

ciones de la comisión. Este hecho aparece ple
namente demostrado en las dilijencas practi
cadas en Melipilla i que se acompañan a este

ti f .rme.

41 -

!
En posesión ya don Manuel Montt dei suma

rio 'contra su sobrino, conoció en el acto que

la rausa de ásle era del todo perdida, aun

ateniéndose al sumario que se ha publicado i

centra el cual hai gravísimas presunciones de

su plantación. De él aparecía que la muerte de

Martin Ayala había sido la obra de un asesi

nato cobarde i alevoso, cometido con'ra un

infeliz ebrio incapaz de toda provocación.
Para sa'var esta dificultad, era preciso hacer

que los testigos del sumario agregasen en sus

ratificaciones alguna circunstancia que pudiese

importar uua provocación i que viniese a ser

vir de fundamento para absolver al asesino,

como obrando en su propia defensa.

De aqnf tuvoorlj-n (no hubo provocación

según confesión de los testigos i hubo de parte

de don Fermín, hecho que negó en la ratifi

cación,) la invención de esa piedrecita, de que
no habia hablado Lorenzo Santibañez en su

dec'aracion i que solo vino a figurar en la dili-

jeocia de ratificación que después se supuso,

Ccn este cbjeto pidió don Manuel Mocil al

alcalde don Vicente Vial que procediese a la

ralificacion do les testigos; i aunque éste la

¡ bservó que semejante dilijencia no podia ha

cerse en el sumario i que los jueces del crimen

de Santiago, en los casos en que así se habia

practicado, acostumbraban devolver el proce

so para que se practicase nuevamente la rati

ficación en el juicio plenario ea conformidad a

la lei, bubo de ceder a las exljencias del presi
dente de la Corte Suprvma, que le hizo valer

la [Dicción de la familia i el abandono de sus

intereses ocasionados por la prisión de su so

brino i administrador de su hacienda. Todo

esto consta de las declaraciones que se acom

pañan, como también, que después de este

proceso escepcíonal, por ser levantado contra

un sobrino de don Manuel Montt, no se ha

vuelto en ninguna* otra ocasión a hacer en

Melipilla la ralificacion °de los testgos en el

juicio sumario, como se practicó por única vez

en el proceso del privilegiado sobrino de don

Manuel Montt. Tercsra falta da este fjncio-

. nario, que indujo a sus dependientes subalter

nos a quebrantar en obsequio de su sobrino,

que habia cometido tan grave delito, la prác
tica censlante de los juzgados i tribunales en

obedecimiento de la leí que ^marida hacer la

ratificación de los tesliges en el juicio plenario,

prohibiéndola terminantemente en el sumario,

Así lo prescribe de una manera absoluta la lei

17, a :ft. 23-. lib. 12 de la m»f*ima ncopila-
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con, en la intelije-ocia que los testigos que no

s>an ratificados, no en la sumaria, sino en la

«via ordinaria, no fogan fé ni prueba.
Al dia siguiente de la U< gt da de don Manue

Monlt a Melipilla i en conformidad a sus sii-

jestiones, se procedió a la ratificación de los

testigos del sumario, siendo de notario qne

no solo conferenció el señor Montt coo el al

calde! el escribano en la noche de su Legada
a aquel lugar, según queda ya n f rido, sino

que se trasladó tu persona al juzgado de pri
mera instancia áoles de practicarse las dili.

¡encías de las ratificaciones.

La Cámara podrá apreciar todo lo que pue

de significar un paso de esta importancia dada

por el presidente de la Corte Suprema cerca

de sus mas humildes dependientes del pocer

judicial.
Consta^igualmente qne los testigos del su

mario, pobres inquilinos del mismo don Ma

nuel Montt, llegaron directa tiente de la ha

cienda a la casa donde é. estaba hospedado,
hablaron con él, recibieron dinero de su

mano i los^mandóél mismo en compañía de

un hijo suyo al juzgado de primera instancia,

donde debían ser ratificados. Pan ce que tra

taban únicamente en su sencilla ignorancia de

prestar un acto dscbsdiencia a su «patrón»,

como lo llaman con todo naturalidad en sus

declaraciones.

Después de todas estas trasgresicnes escan

dalosas de las leyes i de estas repelidas faltas

de delicadeza tan vituperables basla en nn

tnmbre de la n.as humilde posición, que ya

D) continuaremos enumerando, se presenta

ua hecho gravísimo, como es la falsificación

0 suplantacien dd la ratificación atribuida al

testigo Lorenzo Santibañez.

Este testigo ha declarado en presencia
di la Comisión, como consta déla dilijen

cia de L que solo prestó ante el juez

di primera instancia, una dtc'aracion, en la

cual nunca fué ratificado. Dce que su

patrón don Manuel Montt, después de haber

hablado con él lo mandó al juzgado, i que

habiendo llegado allí dici. nlo que. lo manda

ba su patrón, «estuvo un ratito sobre parado

i no le preguntaron nada. Estuvieron, ígre-

ga, viendo unos papeles i después me dijeron

que me fuese.» Este mismo h iho lo ha confir

mado en su respuesta a cuatro diversas pre

guntas, de tal suerte que le sorprendió que le

obligasen a hacer un viaje de la hacienda a

Melipilla, lo que le indujo a decir: uvaya,

parece que el patrón me ba mandado a pa

sear.» Nos abstenemos de cementar toda la

gravedad de tan ilrgil i repugnante procedi

miento, limitándonos a consignar sencilla

mente el h-cho para que la Cámara le dé la

importancia que merece.

La falsedad de la ratificación del lest'gi

Lorenzo Santibañez, era un hecho obligado i

fatal en la pendiente de tenebrosos manejos

en que desgraciadamente se habia colocado

el presidente de la Corte Suprema. Sin esa

audaz falsificación, jamas habría podido ser

absuelto el asesinato cometido por el sobrino

de don Manuel Montt. Di los dos testigos Sio-

tibañez, que habían declarado en el sumario

como presenciales del delito, el uno habia

dicho que el occiso Martin Ayala habia tomado

díl suelo una «piedrecita» para amenazar con

elia a don Fermin Silva Monlt; mientras que

el otro nada decía en su declaración sobre

esta ci reunslaocia. De aquí la necesidad de

que en la ratificación agregase lo de la opie-

drecila», para que resultas, n dos testigos
contestes sobre el mismo hecho i poder en

seguida presentar al asesino como obrando en

su propia defensa al cometer el homicidio.

Como el becbo de haber lomado el occiso esa

«piedrecita» no habia sido visto por Lorenzo

Santibañez, i aun hai motivos para suponerlo
del todo falso, se recurrió al arbitrio de falsi

ficar por completo la dilijencia de ratifiíacion.

Decimos que hai motivos para suponer falso

el hecho de la «piedrecita», porque el mismo

Lorenzo Sintibañez declaró ante la Comisión,

no que hubiese visto la amenaza con ella,

sino mué vio la piedrecita, porque después
la recojióu, i qoeal d>a siguiente del homi

cidio 'da anduvo buscando con su hijo Agus
tin i la bailaron, no recuerda bien a que horas»

Después de practicar manejos tan ilegales,

don Manuel Montt sacó copia del proceso, sa

biendo mejor que nadie cuan sagrado es el se

creto de un sumario. Aunque el alcalde i el

escribano declaran que no fué él sino un hijo

suyo quien sacó apuntes, suponemos que don

Manuel Montt trajo a Santiago una copia que

sería probablemente entregada a don Jovino

Novoa para que hiciese la defensa del reo.

Solo de esta manera puede esplícarse una cir

cunstancia singular i sobremanera notable que

a primera vista resalta en este célebre proceso,

El espediente llegó a Santiago ildía 16 de

enero, como consta do la siguiente providen
cia que en él se lee;



«Santiago, r nsro 16 de 1868.—Por recibido

so esta fecha, vista al ajenie fiscal.»— Inme

diatamente después de esla providencia corre

ua largo escrito de di fensa de! reo don Fermin

Silva Montt presentado por su apoderado don

Bernardo Costabal, i a continuación del mismo

escrito sigue la vista del ajenie fiscal, en ta

cual se pide la absolución del reo tomando por

fundamento esa defensa. Todo esto se ha he

cho en el mismo dia 16 de enero en que había

llegado el espediente, alcanzándose a praclicar
indas esas dilijencias i a poner i notificar otras

lautas providencias en las cuatro o cinco hor&s

bábües de despacho que el juez tuvo en ese

solo dia 16. ¿De qué manera pudo verificarse

este milagro? ¿Cómo pudo el defensor del reo

tenor presente el proceso que habia pasado en

vista al ájente fiscal i presentar su larga de

fensa en una o dos horas i antes que este

itncionario evacuase su dictamen? ¿Se ha vislo

alguna vez, o es posible que suc:da, según

nuestras reglas de procedimientos que la de

fensa del reo se presente antes que sea inter

puesta la acusación fiscai? ¿Cómo pudo enten

derse el ajenie fiscal con el defensor del reo,

para poner ;u vista después de la defensa de

éste, i en lugar de acusar o pedir el adelanta

miento del sumario, pronunciarse por la abso

lución? ¿Se ba visto alguna vez un cúmulo se

mejante de ilegalidades i de procedimientos te

nebrosos? Nó: para ver todo esto era necesario

que se interpusiese toda la alta influencia, todo

el poder irresponsable basta tnLónces dd pri
mer majistrado judicial de la nación que se

habia propuesto salvar, atrepellando todas las

leyes í todos los miramientos, a un sobrino

que habia tenido la desgracia de cometer un

asesinato. Si hubiera estado de por medio la

suerte de cualquier otro ciudadano, por en

cumbrada que fuese su posición, jamas se ha

bría llegado al estrenoa de cometer tantss vio

laciones i de descender a tan inlignas maqui
naciones. Era preciso que don Minuel Montt,

para salvar a su sobrino, descendiese de su

alto puesto basta llevar la corrupción al cora

zón de humildes funcionarios judiciales que

dependían d él."

El presidente de la Cotle Suprema preten
dió llevar todavía mas adelante el abuso de su

influencia sobre el juez de primera instancia
de Melipilla, de quien llegó a solicitar que de

cretase la ex carcelacion de su sobrino baja
fianza, como si ignorase que jamas puede le-
n.r lugar esto, duranLe d juicio, sino cuando

se traía de delitos que no merezcan pena aflic

tiva o infamante. A tas disposiciones repeli
das i terminantes de nuestras lys sobre el

particular, se uno la pre:crípcion del art. l/j2

de h Constitución del Estada. I sin embargo,
el presidente de la Corte Suprema pretendió
arrastrar hasta este eslremo al alcalde Vial,

«hacíésdo'e presente la a'arma di la familia

i el abandono en que se encontraban sus pro

pios)!n tereses.» ¿O ;é puede esperarse en la ad

ministración de justicia de un majistrado que

asi alropella todas las 1 yes i las consideracio

nes que todos respetan?
Da las investigaciones practicadas por la

comisión, resulta una grave sospecha de ha

ber existido sobre el asesinato de Martin Aya-
la un proceso anterior levantado por un sub-

delegado i que se hizo desaparecer después

para suplantarlo con el q c se formó para ab

solver a don Fermín Silva MontL Estrechado

el alcalde Vial por la Comisión, que le dírijia el

g-ave cargo de habar mantenido en comuni

cación a don Fermin Silva Monlt desde áoies

que declarasen los lestigos del sumario, con

testó estas palabras hsluales: «por las decla

raciones o sumario que habia levantado el

subdelegado.» Preguntado, «¿dónde eslá ese

sumario levantado por el subdelegado?», res

pondió: idrbo constar del proceso.* Habién

dole observado que no habia tal constancia,

replicó que «babia creído hasta ahora que la

babia.» Interrogado sobre «oíanlos testigos
declararon en el sumario levantado por tl

subdelegado,» d jo; «oo recuerdo si dos o

Lres, o ma1, quien saba.» Espuso finalmente

que hasta ahora habia creído que es-: suma

rio estuviese agregado al proceso i que «pre

sumía» que el escribano también lo habría

vislo.

El es:ribana declaró por su parte sobre este

hecho importante, «que no babia venido su

mario alguno de parte del subdelegado, sino

Bolamente la nota en que se comunica al juz

gado lo ocurrido en la hacienda de las Merce

des entre Silva i Ayala, i que si el juez reci

bió algún sumario levantado por el subdele

gado, él no habia tenido conocimiento de él.»

t/i presencia de esta contradicción, el alcalde

Vial modificó sus terminantes i Lan compro-

mitentes declaraciones, diciendo 'que él babia

creído que habia un sumario remitido por el

subdelegado, pero que en virtud de la «espll-
cita esplícacion» hecha por el escribaoo «creii

que no setiabria levantado ese sumarien habien
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do él tomado por tal el oficio para la remisión

del reo i de los testigos. Mis semejante rec

lífica'ion i-» del todo inadmisible, atendiendo

a que un juez d« primra instancia, acostum

brado a la tramitación judicial desde la gos

&íi s, no |--n d ■ c nf m lir jamas una nota re

misoria eon un sumario; a lo que sa agrega

que la tal nota remisoria no contiene ninguna
déc!a!-»ri'-n de t.'St-gos, mientras que el al

calde V:ü ha asegurado repetidas veces que

habia exist do un sumario levantado por un

subdelegado, eu el cual hab'an d 'clarado dos,

tres o mas testigos. Hii, pues, gnve-s i funda

dos antecele-Mes para ;r»*r q-ie h ibo un su-

mariosobre el asesinato d* Manía Ayala, que
fjé levictid j por un ?ub 1 '- gtdo i que sí hi

zo desaparecer rara frj-ia- ei-.ro rn¡: fav ra

bie «l reo don Fermin Silva Montt. ElS-.aJo,

sí N>ga a lomar conocimiento d^ este asunto,

podrá hacer _«d_- sn'ar .-fias inv.íti;a:ie,iies.

caso que lo creyere conveliente.

Hai aun otra circunstancia qoe ccnlribuye
arc-b'istecer los fun lados antecedentes que

obran para creer 'n 'a rx:stenc-i de un pro

ceso anterior levanta! i . or un subdelega lo i

que fué suplantado por el que ha se-vilo d-;

base p a-i la absolución da d n F<-rmin Si 'va

Monlt. El mismo escribano qi ; c n'.rib yó i

hacer mod ficar las term nmles d'd-raeí n-s

del alca de Vial di la m ñera que hornos indi

cado, se vio fjrzado a confesar el cambio de

la carátula del espediente, conviniendo en que

la que ahora tiene, 'es'ri «ti:, ¡a de la carátula

primitiva. La primera decía: <Ca.ua criminal

contra el reo don Fermin Silva Morjtt por ho

micidio-!); mientras que li nueva dice: oS'ima-

rio indagatorio para averiguar, etc.» E< es

cribano da por razón de este cambio de ca

rátula, el haberle aá'gupn observado que no

era tan propia la redacción qu< tenia la cara

tola primitiva»; slcentbargo de que espresaba

la verdad i estaba en conformidad a la cos

tumbre que invariablemente se s'gue en lodo?

los espedíenu-s criminales. Cuando se proc«*?i

> un individúo conocido, como sucedía con

Silva Montt, por cualquier delito, se estampa

en la carátula: Contra N. N. por tal cosa. Solo

cuando se trata de descubrir al autor de un

delito, cuyo perpetrador no se conoce, se po

ne en la carátula: uSumari* indagatorio para

averiguar, eu.u Es claro que en el primer

caso se encentraba don Fermín Silva Monlt i

que no podia ser mas propia i adecuada la re

dacción de la carátula primitiva del proceso.

Sí «alguien» observó pues al escribano que

m.v-ti a camfrar h carátula, ese mismo uál-

gui-o» pudo iambi>-n inducirlo a la completa

suplantación de todo el proceso. Cuando nada

se ha respetado para obtener el resultado que

se alcanzó en la cau-a contra don Fermín Silva

Mtntt, no pane* verosímil haberse limitado

al simple enrubio de una carátula insignifican

te, mucho mas cuando el alcalde Vial ha

cunf.-sado que hubo un primer sumario levan

tado por un subdelegado i en el cual declara

ron dos, tres o mas testigos.

En todo &>. nota lo raro i escepernal de este

proeso. Mientras que todo individuo procesa

do por cualquier delito, mucho ménns ^rave

que un as-ri'-iin, p-rman^e ab-dhunm nle

incomunicado iiuranl« todo el sumario para no

hacer ineficaz e imposible la arción de la jus

ticia, don Fermin Suva Monll estuvo desde el

primer momento comunicado con lod s i ca

si libreen H cuartel de cirial d-< Milipilla. D

manera que ?e le facilitaron Indos los arbi

trio* para ponerse de acuerdo CjD los iuquili-
rus de la hacienda de las M-rcedi-s que de

bían declarar sobre el homicidio de Martín

Ayala. Tan chocantes escepciones solamente

podrían tolerarse admitiendo, no solo la supe-

rioriJaid dun Manuel Mintt sobre ias l^yes

de I Estado, sino también el privil<-jio de los

individuos de su familia sobre tolos los ciuda

danos, lo cual vendría a echar por tierra la

pait- 1.
" d-,-1 ari. 12 de la Constilucien, qus

asegura a lodos los habitantes de la república

la igualdad anie la leí i que en Chile no ha

das» privilegiada.

Por no esteuder demasialj ene
'

f^rme,

oroilimos otras mu;bas considsracioi -

que la

Cámara podrá deducir de las inven .: ciones

practicadas en Melí i!)a por la Cm. -..oo, quo

corren -nir-i los documentos.

T d « los malos procedimientos i todas las

mf i:cionea de la lei q ie abundan en cate

ea Ituio de acusación, tfecian, no solo la

reüpocsabilidid dd presidente da la Corte

Suprema autor primipa1 de r-stos manejos,

sino también la de lylo el tribunal que fa'ló

en el asunto En v z de Ti ar éste su atención

en d. f clos lan notables , a * lodos, i princi

pa mente para jueci s acostumbrados al manejo

de ealos negocio?; i-n vez de maT.dar la Corte

que ae adelantase - 1 sumario para avanzar en

la investigación de un hecho Un oscuro i

salvarlas pótenles irregularidades, prefirieron
bus miembros cerrar los ojos i pasar por sobra

5
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Leda consideración para servir a los propósifs

de su presidente don Manuel Monlt Cuando |
no se trata de un mi' mbro de la familia de

est" funcionario, sabe tí Corte Supr-ma

cumplir m-jor c>n sus debéis, en prueba de

lo cu. I vamos a cúar el h;cho q^ie sigoe:

Hace dos afios, po:o mas o méo'-s, a que

el gobernador d' M-'ipilla. en virtud de una

6:den de la Intendencia, coriiij-onó a u»

celador Olea psia quí en compañía de otros

caladores aprehendies-i a un célebre Jacineroso

ri Obregon («alias ulpo frío»). Con este ob-

j do uió el gobernador armas a los ce' adora,

i una orden por escrito para que hiciesen uso

rje elai en caso de fuga o resistencia. El

celador Olea legra scrprenler a Obregon,

quien, no encontrando otro medio de escapar

se, trata de saltar una cerca. En esle
momento

i estando ya sobre la cerca, Olea, en virtud

de la orden escrita que llevaba, le haré fuego

con una pistola que le babia dado el goberna

dor, i logra herirlo í capturarlo.

Conducido Obregon en una carreta a Meli

pilla, murió a los pocos dias en la tárce

a consecuencia de la grave herida que habia

recibido i apesar de la atención
i cuidados que

le prodigó el facultativo. Con motivo de esta

muerle, ti mismo alcalde Vial, sumariante de

Silva Monlt, levantó uo sumario en Melipilla,

en el cual se insertó la orden que por escrito

habia recdvdo Olea de la autoridad competente

para hacer uso de las armas en caso de fuga o

resisten c a.

Al mismo tiempo se probó cotí testigos que

el celador O'ea solo hizo uso de su arma,

cuando Obregon huta i no habia otro medio

de capturarlo. El sumarlo se remitió a Santia

go, quedando Olea preso en la cárcel de Me

lipilla, donde psrman-jció mas de diez meses,

porqui la Corle
mandó hacer nuevas investi

gaciones ¡ solo vino a fallar la causa después

de trascurrido el t'eropo Indicado. Compare

ahora la Cámara los procelimientos seguidos

en este caso por la CorleSuprema, procedimien

tos que aplaudimos porque se trata de la vida

de un hombre con los que siguió poco tiempo

después cuando'se trataba, no de la muerte

de un facineroso perseguido por la justicia,
sino del asesinato de un infeliz peón i padre
de familia, i de luzcan las consecuencias que

naturalmente fljyen de semejante compara
ción,

SE5TO CARGO,

•Juzgamiento de un individuo que hablando Inju-

■ riado al intendente de Cachagua, fué conde-
■ nado en primara instancia a pagar lu coalu

■ del proceso, i la Curte Suprema revocü la »*n_

ntencia,

E1 filio del juez de primara instancia fué

ust i en el sentir d* la Comisión, porque sea

cual foere la naturaleza de las injurias verti

das contra el inlend nte da Colchagua, ellas

fueron efectivas, i era mui natural que el in

juriante a quien absolvía el juez de letras, pa-

gtse las costas del proceso a que su conducta

Libia dado orfjen. La Corte Suprema, al revo

car esia condenación de costas, ha >ido conse

cuente con esa pasión política que la ha dis

tinguido en tantos de sus fillos, con es-* mal

espíritu que la hace propender contaut' menis

al desorestijio de las autoridades gub ¡rnaüvas.

Sinembarg'), ha creído la Comisión que dibia

prescindir de esle cargo, por estar mui dia

tante de tener la gravedad de los oíros que ha

analizado.

BETIMO CaRCO.

<Fa'ta de cumplimiento del art. 5.' del Cóaigo
füvil.»

La cítala disposición manda que la Corte

Suprema i las da alzada en el mes de marzo de

.-a a año J q cuenta al Presid;nte de la repú
blica de las dudas i dificultades que les hayan
ocurrido en la intelij'ncía i aplicación délas

1 -y ■-, i de los vacíos que noten en ellas. ¿Da

qué manera ha dado cumplimiento a esta dis

posición la Corte Suprema?

En los años de 1858, 1859 i 1862 no la ha

cumplido absolutamente, aunque el secretario

de la Corte dice que en los dos primeros años
se ha dado cuenta, según consta de los libros

del tribunal. Esto es lo que espone el señor

Ministro de Justicia en su oficio que corre en

tre los documentos.

Ea los otros años que no hemos menciona*

do, la Corte Suprema ha pasado oficio al go
bierno para dar cumplimiento a lo dispuesto
pn el artículo 5." del Código civil; pero esos

oficios son de mera fórmula i solo para salvar

las apariencias. El tribunal no ha encontrarlo

dificultad alguna en la intelijeocia i aplicación
de las leyes; no ha notado en ellas ningún
v;¡

■

i . ; no se le ha ocurrido ninguna observa

ción que merezca la pena de trasmitirse al

supremo gobierno. Si conoce que la Corle

Suprema ha querido llenar nn trámite para

salvar su responsabilidad, pero no llenar su

deb r con conciencia.
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n O JJ.ii te-n d ; las visíiasde cá -celes, haciéndolas

«practicar por comisiones especíale?.

L* Cárcel P-nitencíaria de Santiag >. que e<

ti principal establecímiento penal de la reí ú

büca, solo principió a ser vis lado por la Cvi

Suprema '-n el mas de setiembre de 1865,'
para ello se hizo n -cesario que fu-se requerí la
formalmente por el Ministro de iu-ticía, con

quien sostuvo aquel tribunal uaa polémica
irritante, en la que pretendía no tener ésta

obligación, por estar situada la Cárcel Peniten
ciaria fuera de los límites urbanos de 'a pobla
ción. Para que la cámara pueda aoreciar e¡ valor
de esla razón, bastará citar Ib última parle del

articulo 1iC del reglamento de Administración
de Justicia de 2 de junio de 1824, que dice- así:
«La virita será jeoeral en todos los lugares en

ique existen presos o reclusos de ambos sexos,
«cualquiera que sea la jurisdicción a que per-
aten' zcar.ii

Respecto a la segunda parte de este cargo,
que consiste en hacer practicar las visitas por
comisiones especiales, el hecho es efectivo, i
sucedo en el mes de marzo del présenle ano,

según consta del acia de visita inserta en e1
número 1356 d'la «Giceta de los Tribunales.)!

Este hecho que h . b:a s Jo basta ahora sin pre

cedentes entre nosotros, envuelve una verda

dera infracción del artículo 146 de la citada

lei de 2 di junio da 1824, que dice asi: «Se

uñarán también visitas estraordínarias de car

acal en los días en que se cierra el punto para

■'os feriados de diciembre i Semana Santa,
ai ademas el 17 de setiembre en celebridad del

((aniversario de la libertad de la patria. A es-

«Us visitas jenerales asistirán en Santiago la

«Suprema Corte de justicia; i asi en Santiago
«como en los demás pueblos, concurrirán to

ados los jefes militares, o eclesiásticos que

«tengas jurisdicción para arrestar.» Como se

vé, la obligación da la Corte Suprema es de

asistir en cuerpo, i habiendo faltado a eíte

deber en la vishajeneral da la víspera de la

última Semana Santa, es claro que ha cometi

do una verdadera infracción de lei. Ni el regla
mento de administración de justicia, ni otra

alguna disposición facultan a la Corte Suprema

para delegar este deber i llenarlo por medio

de comisiones especiales, como b hizo en la

visita referida.

Por otra parte, la infracción de esta ter

minante disposición lega!, lleva envuelto, un

perjuicio irreparable contra los derechas de

algunos de los detenidos en tas privones que
se visitan. El objeto de e>ta inspección no se

lími'a újícamente a rem-di-r los abusos da

noticia de las 'árales, a consultar -.1 alivio i

co nodidad de los reos, a reconocer las lia bi -

Ucioues i ¡os alimentos; siuo que tambe D la

visita tiene la facutid de conced-T indultos,

que no =ti'] '!e mucho lie <

ano, a todjS aque-

los presos que se hubieren hícho acreedores

a esta biuigiidai por su conducta buena í

ejemplar. Si la lei ha concedido este estimulo

oara el mejor som ¡tortamiéoto de los deteni

dos, éstos lienen el derecho de exjír esa gra

cia, siempre que se consideren acreedores a

eIIbí i de este d recbo se vi-ron privados en la

risita de cárcel de! ra^s de marzo ú limo, por-

qie la Corle no pudo delegar rsa facultad en

sus omisiona ios especíales. Esla ha sido qui

zá la única visita en que no se ha premiado a

n'fig.m detenido con eso3 pequeños indultos

qj? les sirven de estímulo, porque en todas las

d 'mas ha hecho uso la visita de esa facul-

t-d.

BOY ESO CARGO.

«Re'acioces secretas en las audiencias del trí-

■ bunal ii

Sobre esle cargo nos hemos limitado a prac

ticar investigaciones privadas, teniendo en

consideración que hasta cierto punto ba sido

confesado por los señores diputados que han

defendido a la Corte Suprema, de ta acusación

interpuesta por el honorable diputado por la

Union. Varios abogados nos han confirmad»

en su verdad, i para que la Cámara pueda

apreciar la gravedad de esta falta, no necesita

mos hacer consideraciones de ningún jénero

sobre su importancia. Cualquier error, cual-

quiira omisión que se esperímente, al hacer

la relación de una causa, pnede dar por re

sultado que el fallo del tribunal sea mui dis

tinto, i aun enteramente contrario al que se

bubiera pronunciado, si las partes o los abo

gados presentes a la relación, hubieran podida
rectificar ese error, o suplir esa omnuion.

Por otra parte, la lei ha querido qne las

audencias de los tribunales sean públicas, I del

ninguna manera a puerta cerrada, como lo

acostumbra la Corte Suprema, para que e|

público pueda ejercer una especie de vijilancía
i de censura mui saludables sobre los procedi
mientos de loa tribunales superiores. Tan u."

bias disposiciones, que son muí conformes con



nuestro sistema de gobierno i que no pueden

dejr r de ser mui f-ai^a" *n bueno* reata

dos, no pueden sacrificarse jamas al fútil pro

testo del cocf-iriab.e i de la comodidad de los

Señores jueces, como dijo en la Cámara uno

de los honorables dipuUdos que han d> Tendido

a la Corte Suprema. Es verdad que, haciéndo

se las re'acionrs a puerta cerrada, los mí m

brcs del tribunal podrán estar con mayor co

modidad i mas en confianza; pero para eso no

los ba colorado en sus pueelus la nación, sino

para que sirvan como es debido, i los que así

DO pui dan hacerlo, deben dejar el deptioo a

otros que lo desempeñen mejor.

DÉCIMO CARGO.

«Frecuentes inasistencias del tribunal a las

saudiencias que di be celebrar los días jué-

■ve?.

La comibirn no ha tenido necesidad de

entrar a practicar invest'gaciones sobre este

cargo fondado en un hecho positivo i público.

La Corle Suprema, desde algunos años airas,

habia adoptado arbitrariamente la corru, tela

ilegal de no descachar los dias ;uéves de todas

las semanas, manlenienlo cerradu el t'-bind,

i aun esUodieiidjesta abuso a muchos dias

sábados. Solo después de formulada I; acusa

ción en esta Cámara, ba principiad» la C irte

Supr. ma a despachar en tos dias juév s, aun

que- no en todos comí para dar a ei. tender

que no varia de conducta ni entra en su d,-ber

de tiitnor a la (idealización de su* actos.

La leí obliga a todos lus jueces i tribunales

a hacer despacho diario, con escepcion úoica-

mente de los f.-riadosqu: ella misma rl ..-signa,
No hai en toda la república un solo ir b.inal,
no existe en toda ella un soloju z qu.fltea
este primer deber de U do empleado, escepto
solo la Corle Suprema que debiera rasura! ■

mente ser la primera en dar e,emp!o ds sumí -

sion i respeto a las leyas. ¿Qué diría este su

premo tribunal, si viese íntre ducirse el mismo

abuso que él sanciona con su superinr ejempLí
¿Qué c-b¿emria a los demás tribunales i juz

gados, si principiasen a darse descanso un dia

en cada semana bajo pretesto de folia de ocu

paciones, o cualquiera etroí Si semejante co

rruptela prendiese por desgracia en I. s otros

tribunales i en las demás oficinas ¡ú'dcas,

ja se concibe que vendría por tie ra todo or

den es ellas, todo arreglo en los trabajos i to

da moralidad en los empleados. Pero, por

tortuca, hasta ahora solo la Corte Suprema se

ba juzgado r zenta déla observancia de las te-

y S e irr-f ;-.. usable ó> sus actos.

Habii ndo la Corte Supr ma erijido en re- {

gl« c n-f-ii'e, por el espacio de seis año-, e' 1

abuso de cerrar el tribunal todos los dias jue

ves, resulta que, sin contar muchísimos sába

dos, fia d fraudado en cada ano a la nación el

tribajo de mas de un mes. E*ta inf acción de

la leí envuelve naturalmente la d'faulacion

i: mas de un mes de sueldo en cada año,

porque el Estado paga perfectamente a sus

miembros para que cumplan exactamente sus

deberes; para que sirvan bi<n al túbUcoi

para que trabajen lodos los dias del año, es

cepto los de descanso señahdoa por la lei i las

largas licencias que en frecuencia se les con

ceden. Pero el mal mas grave que ocasiona la

ilegal conducta de la Corte Suprema a este res

pecto, consiste en loa perjuicios i en los males

a veces irreparables que irroga a los que tie

nen juicios pendientes de su resolución.

Queremos prescindir de tomar en conside

ración lo que pueden importar esos perjuicios

en las causas civiles por el retardo indebido

en su despacho, porqu-í esos p -rjucios ie re

ducen a cantidades de din ro mai o memos

considerables; i aunque se violan loa dai chos

del ciudadano, a quien se ocasiona un d^lri-

m< oto en su propiedad por la desidia de los

jueces, no son comr arables estos males con

los gravísimos que se irrogan a loa procesa

dos par cualquier delito. ¿D; qué manera po

drá reparse el mal que se ocísiooe con la pro

longación ds su causa a un hombre que sQ

encuentra privado de su libertad i encerrado

en una cárcel? Si resulta coadi nado, la pena

que la IjÍ le impon! ha sido reagrava ¡a con el

aum nte de prisión que ha teaido que sufrir

(,ara que sua ¡necea gocea deasui-t^so ¿sean.

ses indebido*. Si resulta abau»lto, te ba hecho

| doblemente odiosa au prisioa, que pudo ser

justa en cuanto el interea scciat txijia la in

vestigación limitada al menor trampo posible

. para no prologar 'a i. érdidt de luVrtad i los

sufrimientos de un inocente, pero jamas para

que los encargados de hacer jutticia abusen

hasta el «tremo qti» lo hact la Corte Suprema.
S; se lik-e que tstn tribunal no despacha

tos dias jueves por falta d§ ocupación o por

no tener bastante rúmera da cauac para

toda la semana, se alega una etcua pobre i

falsa. H -mus recorrido las labias semanales de

causas de algunos años en la Gaceta de lo»

ríbunales, i hemos visto en ellas que, pres-



rindiendo de otrús asuntos qu- qoederian en

secretaría sin colocación, hihia sobrad) nú

mero de caucas para que la Corte se ocupase

en todos los dias d ; la s« mana.

Se nota cabalmente una láctea mui calcula

da de rtca'gar sobra minera la tabla de algu
nos días, aun a ciencia cierta de qne no alcan

za in a despacharse, para lograr el apetecido

objeto de dejar vacante el dia jueves. Si la

Cámara quiere hacer traer a la vista esa pu

blicación ofirial, se asombrará ú vjr en la

tabla de algunos dias diez, doce o mas causas

criminales o de hacienda, i la correspondiente
al dia jueves siempre en blanco. I la Corte

Suprema, que sabe m^jor que nadie que no

alcanzará jamas a hacer en un dia ese número

de causas, se vale de esa triste superchería

para no trabajar los jueves.
Lo que dejamos espuesto se comprobaría

matemáticamente, formando una estadf-tica

de las causas despachadas por la Corle Supre
ma. Nosotros nos hemos lomado el trabajo de

formaría imperfectamente del año de 1863,
tomándola de la «Gaceta misma de los tribu-

oales,» i vamos a presentar un ejemplo a la

Cámara.

La causa contra Pascual Arias, señalada para

ti viernes 9, se dejó para el martes 13.

La de don losé Olegario R yes coatra el

editor de la «Voz de Chile,» del 5 de enera

pasó a! 12.

La deWilliam'onn Duncan i Caconel Fisco,

del 9 de enero pasó a! 13,

Fíjese la Cámara que en esta semana se ha

bia puesto en la tabla del tribuna! la nota de

que se verían en el sabido 10 las causas cri

minales que quedasen de los dias anteriores,

o se pusiesen en estado; i no se vio ninguna
de las espresadas que quedaron para la sema

na siguiente

Contra Miguel Pérez, pasó del 12 de enere

al 3 de marzo.

Contra Pascual Arias, pasó del 13 de enero

al 6 de marzo.

Contra Nico'as Cuadra, pasó del 13 de mero

il 13 de marzo.

Este individuo babia sido condenado en

unión de otros nueve a treinta días de prisión

en primera instancia, con fecha irece de di

ciembre d; 1862, de modo que sufrieron una

prisión mucho mayor que la que les correspt n-

dia por la sentencia.

WiHiamsocD Dün'aa i Ca. con el fisco, pasó

del 13 de enero al 6 de marzo. Segunda pos

tergación de esta causa.

Lon Javier Luis de Zañartu con el fisco, pa-i
íó del 13 de enero al 6 de marzo.

Contra Lorenzo Díaz, pasó del 2 al 9 de

marzo

El fisco con don José Tomas Ramos, pasó
del 6 al 10 de marzo.

Contra José Montenegro Carvajal, del 10 al

17 de marzo.

Contra Mariano Pieza, de id. a id.

Contra den Ramón Valverde i otro, del 13

al 17 de marzo.

Don Vicente Zorrilla con el fisco, del 10 al

17 de marzo.

Don Manuel Olivares con el instituto de la

Serení», de id. a id.

Contra Juan Quezada, del 6 al 18 de abril.

Contra Tomas Piche, de id. a id,

Contra José Ciríaco Arancibia, de id. a id.

Este preso fuéabsi;e¡tot dáodo=? por com

purgada su falta con el tiem¡o de prisión su

frida.

Contra Matías Mr-ra'e?, de id. a id

Contra Sanios Madariaga, de id. a id.

Este individuo fué absuello, m andándote

poner en libertad, de su rte q e se le pre.lt n-

gó indebidamente su prisión. (Sentencia lúh.

556).

Contra Claudio Ramírez, de id. a id.

E-te fué procesado con otro, a quien se

absolvió. {Sentencia r.dm. 65/¿).
Contra Tomas Braudl, del 7 a 14 de abril,

Se le absolvió.

Jueves 16 de abril.—Acuerdos.—No apare
ce ninguna sent- n:ia dada en este día.

Jueves 30 de abril.—Acuerdas.—No bai

ninguna causa fallada m este dia.

Contra Antonio Vergara, pasó del 5 al 12 i

después al 29 de mayo.

Centra Juan Herrera, de id. a ¡d.

Contra Juan Apala-.iza, desde el 5 de mayo
se fué postergando hasta el 2 de juno.
Contra Toma3 Chapa, d<-sde el 5 al 19 {

después al 29 de mayo.

El fisco contra don Josué Wadinglcn, del 5

al 12 de m \ .

Doña Mirla de los Santos Lebn, de' 6 al 11

de id.

Don GomecinrloRaminz con don Jo¿é Lo-

p'z, de id. a id.

Contra Ramón Chaparro, del 12 al 26 de

rotyi.
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Coaira Antonio Ve-gra; del 12 al 29 de

id.

Contra Juan Herrera, de id. a id.

Algunas causas civiles pasaron también a la

otra semana.

Contra Jo'é Alvarado , del 19 al 26 di

mayo.

ConLraB'LÍto Gudoi, de id. a id. ¡despu-s

al 2 de junio. Esle reo fué condenado en l.H

instancia a un mes de prisión, suf iéndola

mucho mayor por el retard) de despacho en

la Corle Suprema.

Contra Vicente Chapa, de id. a id.

Contra Tomas Chapa, dsl 19 al 29 de

mayo.

Contra Cá. los O. tiz, del 20 al 26 de íd.

Contra Antonio Vergara, del 12 al 29 de

id.

Conlra Juan Herrera, de id. a id.

Contra Juan Apaulaza, del 5 de mayo al 2

de junio.

No continuamos multiplicando eslos ejem

plos, porqu; las tablas da todas las scroaiüs

dan el m's-iio resultado, i porque los espues

tos bastan para manifestar la enorme grave

dad de los ccns cuetvJas que Iriói consigo la-

falta de despacho en la Suprema Corte, Esos

ejemplos manifiestan también la hipócrita fal

sedad de la nota qu2 se pone en algunas ta

blas de causas déla Corle Suprema, destinan

do un día de la semana para el despacho de

r¡s causas. que no se alcancen a ver en los de

más día;, porque esas causas atrasabas van

pagando constantemente de una semsna a otra

i otra. Si la Corle no recargara maliciosamente

algunos días de la semana, colocando un mí-

meroexc?sivo d-j causas que sabe que no ha

de hacer, i si lis distribuyera conveniente

mente en los seis días que esLá oblígala a tra

bajar, no tendría asueto los jueves, pero

cumpliría mejor con su d>_-b;r i evitaria gra

ves perjuicios a los litigantes en las causas

civiles i mates irreparables a los detenidos

por proc'soscrtnrnales.
A lo opuesto la Comisión cree de su d.ber

Bgri-gir algunas coosid'raciunes, cuya impor
tancia no seocultaáa la mas vu'gar penetra

ción, i coy i suma grav dad pondrá de mani

fiesto a la bon-rrb e Cámara cuan sólidos son

los fundamentos en que la Comisión apoya su

dictamen. Esas consid1 raciones se refieren a

las circunstancias especiales que rodean a los

acusados, s:bre tedo al presidente del tribu-

cal.

C n:agraJasu vida pública por mas de 30

años a las luchas ardientes de ta política, ha

dejado en su camino hoellas profundis e in-

borrables. Jefe pe. lí tico de la nación durante

diez años, ni aun la suma estraortlinaria de

poderes de que cois tan temente se vio inve»j-
tiio bastó para conservar siquiera la traoqu
lidad de la república. Una prolongada i san

grienta guerra civil haciendo víctimas a mi-

I ¿res, encarnizó la lucha de los partidos,
ahondó su división i multiplicó sus odios.

La Cámara conoce esti historia que es his

toria di ayer. La Cámara sabo igualmente que
cargido coi lodo el peso de las edirsidades

teas vivas, don Manuel Montt deió el puesto
de Presidente de la república no para buscar

en el n tiro de la vida privada, el olvido que

calma las pasiones, sino para reasumir el

puesto de jefe del poder judicial, para efrecer

al país el lineante espectáculo de un caudillo

constituido en juez supremo de parciales i

enemigos.
Lí misma estrañeza de esa determinación

revelaba claramente el fio que pers- guia al

asumir un pao 1 que a nadie ni a él mis

mo podia ocultarse que era incomj alible con-

sus antecedentes- Ese fin no era Otro que

el que los sucesos posteriores han puesto
en evidencia: servir a los intereses de su par

tido, poner asu servicio el inmenso contin-

¡ente del poder i las influencias de la majistra-

Lura, conservar su organización i disciplina,

crearle un apoyo permanente, i mantener vivo

¡robusto su esdritu.

Asi es como se lian llevado al seno de la

ma¡ isíralura, a! santuario mismo de la justi

cia las pasiones i los interesas de partido; asi

es como las amistades i los odios vana so

plar su aliento envenenado al oid) da aqué

llos que están constituidos para desempeñar

la mas augusta misión, para satisfacer el inte

rés supremo de los pueblos; la recta adminis

tración de la justicia; asi es como se la espo

ne, compromite i degrada sometiéndola a las

Bxijencias de los bandos poiticos.
Desde que el juez vive asf solicitado por

afecciones ardíi ntes, por intereses que al par

que son los suyos son también los de su ban

do, desde que vive preveni lo i afectado hon

damente por las pasiones, no solo se hace

sosp? choso de parcialidad, no solo pierde la

confianza pública; sino que se despoja déla

condición mas esencial e indispensable asu

caráct-rde tal: ta serenidad de espíritu para



juzgar con acierto, la ausencia de aquellas
coacciones morales que junto con perturbar el

recto criterio seducen i avasallan la volunt-.d

En se-nejanie situación de espíritu es im

posible que conserve una severa imparciali
dad, es imposible que las voces del interés

particular no ejerzan ea su ánimo aquella in

fluencia tan seductora cerno poderosa i capaz
de oscurecer la razón i encadenar U volun

tad.

Por eso es qua importa iofinilameits a la

reputación de integridad de los majístrados

judiciales no méuos que a la pureza de su

propia conciencia manti-nerse alejados de

aquellos estímulos delinteres i de las pasio
nes que pudieran ser causa de sus prevaríca
los; conservarse en posesioa de ese noble i

profundo desinterés que es la condición espe
cial de su probidad i constiluye la g-oria de

su augusto majisterio.
'

Pues bien, si babia algún hombre qne ca

reciese de estas cualidades, si algún individuo

estaba enlareiúblíca moralmenle inhabilitado

para desempeñar las severas fmelones judi
ciales, era sin duda don Manuel MonlL Colo

cado fatalmente por las circunstancias de su

vida publica entre enemigos eapitat-s i apa

sionados cantaradas era humanamente impo
sible que su corazón se sustrajese al influjo de

las afecciones, i era mas imposible aunque

sus faltos inspirasen confia riza,

Ea vano se buscaría en toda la estension

de la república un personaje mas caracteriza

do en los banios po'fticos, un personaje qua

baya tcmaio una parte mas comprométeme
en nuestras discordias civiles. Ea vano se

buscaría un hombre cuyos compromisos poll-
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ticos fuesen mas antiguos i prel.. tilos, a

quienhaya cabido una parte tai principal m

fas simpatías i en las odiosiiades de partido,

cuyos antecedentes en fin, coloquen < n una

mayor imposibilidad para ejercer las funcio

nes de primer majistrado judicial de la

nación.

1 sinembargo eso es lo que sucede: to que

hace mas ineseusable las fa'las que de ella se

derivan, es el conocimiento cabal con que se

proctde ise marcha por ese omino. Colocar

se voltariamente en la ccasioc de fallar a

los sagrados deberes que su condición le im

pone; lanzarse en medio el torbellino délas

pasiones, es buscar de propóíiio la pendiente

Je la parcialidad i agregar circunstancias pro

fundamente agravantes a las prevaricaciones

ie qua pudiera hacerse reo.

I cuando el que esto hace es el primer ma-

jislraio judicial, aquel cuyo ejemplo ha de

servir de norma a tedos los funcionarios

del orden judicial, entonces se aumenta la

inmensidad di mal que lamentamos.

Las consideraciones espuestas agravan pro

fundándole los cargos en que se apoya la

acusación,

A juicio de la Comisión, ellos imponen

a la Cámara el imperioso di b?r de entablar

la acusación i perseguir enéticamente la

responsabilidad de aquéllos que aparte de los

cargos hechos por el acusador, han converti

do en f jco de pasiones políticas la austera

misión de la majistratura.

Sala de la ComisioD, setiembre 17 de 1868,

Máteos Mena,— llamón E. Errázuriz.—

Pedro Pablo Olea.—Manuel J. Irarrátaval.




